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R E S O L U C I Ó N 

 
Visto el expediente formado con motivo del Recurso de Revisión 0720/INFOEM/IP/RR/A/2010, 

promovido por [--------------------------], en lo sucesivo EL RECURRENTE, en contra de la falta 
de respuesta del AYUNTAMIENTO DE CUAUTITLAN, en lo sucesivo EL SUJETO 

OBLIGADO, se procede a dictar la presente resolución, con base en los siguientes: 

 

 

A N T E C E D E N T E S 
 

I.- FECHA DE SOLICITUD E INFORMACIÓN REQUERIDA POR EL RECURRENTE. 

Con fecha 26 (Veintiséis) de Abril de 2010 Dos Mil Diez, EL RECURRENTE presentó a través del 
Sistema de Control de Solicitudes de Información del Estado de México, en lo sucesivo EL 

SICOSIEM ante EL SUJETO OBLIGADO, solicitud de acceso a información pública, mediante 

la cual solicitó le fuese entregado a través del sistema automatizado mencionado, lo siguiente 

 
“Solicito la información curricular de los Directivos o encargados de las siguientes dependencias: 

Dirección de Desarollo Urbano  

Contraloría  

Dirección de Desarollo Económico”(SIC) 

 
La solicitud de acceso a información pública presentada por EL RECURRENTE, fue registrada 

en EL SICOSIEM y se le asignó el número de expediente 00049/CUATIT/IP/A/2010. 

 

 MODALIDAD DE ENTREGA: Vía EL SICOSIEM 

 

II.- FECHA DE RESPUESTA Y CONTENIDO DE LA MISMA. Es el caso que EL 

SUJETO OBLIGADO no dio respuesta a la solicitud planteada por vía electrónica ni por algún 
otro medio. 

 

III.- FECHA, MOTIVOS Y ACTOS IMPUGNADOS EN LA PRESENTACIÓN DEL 

RECURSO DE REVISIÓN. Inconforme por no tener respuesta de EL SUJETO 

OBLIGADO, EL RECURRENTE, con fecha 09 nueve de junio de 2010 dos mil diez, interpuso 

Recurso de Revisión, en el cual manifestó como Acto Impugnado, lo siguiente: 
 

“NEGATIVA RESPUESTA A LA LA INFORMACIÓN SOLICITADA MEDIANTE EL FOLIO 

00049/CUAUTIT/IP/A/2010 DE FECHA 26 DE ABRIL DEL 2010, SIENDO QUE AL DÍA DE LA 

FECHA SE HA DEJADO DE OBSERVAR LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 46 DE LA LEY DE 

TRASPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PUBLICA DEL ESTADO DE MEXICO Y 

MUNICIPIOS” (SIC) 

 

RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD: 
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“EL TERMINO DE LEY HA FENECIDO Y EL SUJETO OBLIGADO AUN NO HA DADO LA 

RESPUESTA A LA SOLICITUD DE INFORMACION REQUERIDA”(SIC) 

 

El Recurso de Revisión presentado fue registrado en EL SICOSIEM y se le asignó el número de 

expediente 00720/INFOEM/IP/RR/A/2010. 
 

IV.- PRECEPTOS LEGALES QUE ESTIME LA RECURRENTE INFRINGIDOS POR 

EL SUJETO OBLIGADO. En el recurso de revisión no se establece precepto legal que estime 
violatorio en ejercicio de su derecho de acceso a la información u otros derechos reconocidos 

por el marco constitucional o legal aplicable en el Estado de México, no obstante esta 

circunstancia no es condicionante para que este Instituto no entre al análisis del presente recurso, 

toda vez, que EL RECURRENTE no está obligado a conocer la norma jurídica especifica que se 

estima se viola, siendo ello tarea de este órgano colegiado, bajo la máxima que el recurrente 
expone los hechos y al Instituto le corresponde conocer y a aplicar el derecho.  
 

V.- FECHA DE RECEPCIÓN Y CONTENIDO DEL INFORME DE JUSTIFICACIÓN 

DEL SUJETO OBLIGADO. Es el caso que EL SUJETO OBLIGADO, presentó ante este 

Instituto Informe de Justificación a través de EL SICOSIEM,  a través del cual manifiesta en lo 
conducente lo siguiente: 
 

EN LO DISPUESTO AL ARTÍCULO 3,12 FRACCIÓN II, 18, 20 FRACCIÓN VII, 25,25 

BIS,40 Y 41 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS SE LE INFORMA QUE LO 

ANTES SOLICITADO SE CONSIDERA INFORMACIÓN CLASIFICADA DENTRO DE 

LA CONFIDENCIAL POR LO CUAL NO SE PUEDE DAR CURSO A SU PETICIÓN. 

(SIC). 

 
VI.- SE REMITE ALCANCE DE INFORMACION AL  INSTITUTO. Es el caso que el 

SUJETO OBLIGADO en  fecha 17 (diecisiete) de Junio  del año  Dos Mil Diez (2010), remitió  

a la Ponencia en correo institucional con respecto a este recurso lo siguiente: 

 
----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
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VII.- TURNO A LA PONENCIA. El Recurso de Revisión se remitió electrónicamente al 

Instituto de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y con fundamento en el 

artículo 75 de la Ley de la materia se turnó, a través de EL SICOSIEM, al Comisionado 
FEDERICO GUZMÁN TAMAYO a efecto de que éste formulara y presentara el proyecto de 

resolución correspondiente. 

 

Con base a los antecedentes expuestos y estando debidamente instruido el procedimiento en sus 
términos, se encuentra el expediente en estado de resolución, y 

 

 

C O N S I D E R A N D O 
 

PRIMERO.- Competencia de este Instituto. Que en términos de lo previsto por el 

artículo 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, así como en los 

artículos 1, 56, 60 fracciones I y VII, 71 fracción I y  IV, 72, 73, 74, 75, 75 Bis y 76 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Instituto 

es competente para conocer del presente recurso de revisión. 

 

SEGUNDO.- Presentación en tiempo del recurso. Desde la perspectiva de esta Ponencia, 

el Recurso de Revisión fue presentado oportunamente, atento a lo siguiente: 

 

El artículo 46 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y 

Municipios, establece: 

 
Artículo 46.- La Unidad de información deberá entregar la información solicitada, dentro de los 

quince días hábiles contados a partir del día siguiente a la presentación de la solicitud. Este plazo 

podrá ampliarse hasta por otros siete días hábiles, siempre que existan razones para ello, debiendo 

notificarse por escrito al solicitante. 
 

En consonancia con lo anterior, y en tratándose de inactividad formal por parte de EL SUJETO 

OBLIGADO, es que debe estimarse lo establecido en el artículo 48 y 72 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y Municipios, en su párrafo tercero 
establece lo siguiente: 

 
Artículo 48.- … 

… 

Cuando el sujeto obligado no entregue la respuesta a la solicitud dentro del plazo previsto en la ley, 

la solicitud se entenderá por negada y el solicitante podrá interponer recurso de revisión previsto en 

este ordenamiento. 

 

Artículo 72.- El recurso de revisión se presentará por escrito ante la Unidad de Información 

correspondiente, o vía electrónica por medio del sistema automatizado de solicitudes respectivo, 

dentro del plazo de 15 días hábiles contado a partir del día siguiente de la fecha en que el 

afectado tuvo conocimiento de la resolución respectiva. 
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De los preceptos aludidos debe entenderse que se determinan varios aspectos a saber: 1º) Que en 

el caso de que vencido el plazo para dar respuesta por parte del SUJETO OBLIGADO este 
fuera omiso o no diera respuesta, se determina que debe entenderse por negada la información, es 

decir se prevé lo que en el ámbito jurídico se conoce como NEGATIVA FICTA; 2º) Se establece la 

facultad o derecho del solicitante o interesado para impugnar dicha omisión o silencio 

administrativo; 3º) Se determina un plazo para impugnar, plazo que se prevé pero solo en los casos 

en que se tenga conocimiento de la ―resolución‖, es decir cuando en efecto no hay respuesta; y 
4º) Derivado de lo anterior se puede deducir que no se determina plazo para los casos de 

Negativa Ficta, pues como ya se dijo solo se prevé la consecuencia jurídica de la omisión o falta de 

respuesta por parte del Sujeto Obligado, pero sin expresar un plazo para impugnar en los 

supuestos de negativa ficta.  

 
De conformidad con lo antes señalado, para que este Pleno pueda considerar que la presentación 

del Recurso de Revisión fue presentada con toda oportunidad, deben valorarse las siguientes 

cuestiones previas: 

 

 La existencia de una resolución. 

 La notificación al recurrente de dicha resolución. 

 Que el Recurso de Revisión se presente por escrito o vía electrónica. 

 Que el Recurso de Revisión se presente dentro del plazo de 15 quince días hábiles, 

contados a partir del día siguiente de la fecha en que el recurrente tuvo 

conocimiento de la resolución. 

 

Como puede observarse, de acuerdo a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
es requisito sine qua non la existencia de una resolución emitida por EL SUJETO 

OBLIGADO, y que esta Resolución sea notificada a EL RECURRENTE para que comience a 

transcurrir el plazo para la presentación del Recurso de Revisión dentro del tiempo señalado para 

el efecto, puesto que así expresamente lo estipula el artículo 72 antes transcrito, pero la propia 

Ley de la materia nada prevé acerca del plazo o término para presentar una 
inconformidad en contra de una respuesta otorgada extemporáneamente, por lo que 

no es jurídicamente posible establecer ni mucho menos suplir en perjuicio del inconforme, 

que se deba considerar el plazo de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente de la 

fecha en que debió ser emitida la respuesta a la solicitud de la información, cuando ésta, la 
respuesta, ni siquiera existe. 

 

En todo caso, lo que existe es una omisión del legislador al no contemplar en la Ley de la materia, 

los términos en que debe operar la interposición del recurso de revisión en los casos de negativa 

ficta.  
 

A mayor abundamiento, la suplencia que impone a este Órgano Colegiado el artículo 74 de la Ley 

de Transparencia invocada para subsanar la deficiencia del recurso precisamente busca que se 

garantice el derecho de acceso a la información, y que errores e imprecisiones, incluyendo las 

procesales no se vuelvan un obstáculo en su ejercicio, más aun cuando el gobernado no tiene la 
obligación de conocer los términos o tecnicismos legales para la interposición de recursos, ni 
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puede exigirse al gobernado ser un experto en materia de saber computar, y menos aún ante la 

conducta irregular de EL SUJETO OBLIGADO.  

 

En consecuencia ante dicho deber jurídico, esta Ponencia observa que en el caso en conocimiento, 
estudio y resolución, debe proceder a subsanar la deficiencia en el presente recurso, y por lo 

tanto, determinar que su presentación resulta oportuna, y debe proceder a entrar al estudio de las 

demás cuestiones de forma y, en su caso, de fondo de la litis. 

 

Por lo que en el caso en particular, y en consideración a que el primer día del plazo para que EL 
SUJETO OBLIGADO hiciera contestación a la solicitud fue el día 27 (Veintisiete) de Abril de 

2010 dos mil diez, de lo que resulta que el plazo de 15 días hábiles vencería el día 18 (dieciocho) 

de Mayo del año 2010 dos mil diez. Ahora bien, se señala que este plazo se podrá prorrogar hasta 

por siete días más, siempre y cuando existan razones para ello, debiendo notificarse por escrito al 

solicitante, y es el caso que nos ocupa que no hubo solicitud de prórroga alguna. Por lo tanto, a la 
fecha ha transcurrido en exceso,  sin que EL SUJETO OBLIGADO haya realizado su 

contestación. 

 

En consonancia con lo anterior, y toda vez que EL RECURRENTE no se le ha notificado 
respuesta alguna sobre su solicitud, es por lo que el plazo para el RECURRENTE para impugnar 

no se puede aceptar que sea el de 15 días solamente como sucede para el caso en que si hay 

respuesta, si no que dicho plazo debe considerarse distinto y distinguible en los casos de negativa 

ficta, y dado que el mismo no es establecido expresamente en la Ley de la materia, sino que lo 

único que establece ésta es la opción del gobernado para hacer valer si así lo desea la negativa 
ficta, pero en ningún momento prevé que los 15 días del plazo señalado operan también para la 

negativa ficta, por lo que de conformidad con las facultades de interpretación que este Órgano 

Garante de conformidad con el artículo 60 de la Ley de la materia, es que resulta oportuno 

determinar el momento o plazo para impugnar en estos casos, considerando siempre el bien 
superior en el ejercicio del derecho de acceso a la información, generando un desincentivo para 

que los Sujetos Obligados no se refugien en el silencio administrativo que opere en su favor y en 

perjuicio del gobernado. Pues como bien se dijo, ante una omisión del legislador al no 

contemplar en la Ley de la materia, los términos en que debe operar la interposición del recurso 

de revisión en los casos de negativa ficta, esto debe subsanarse, como si sucede, v. gr. en el Código 
Fiscal de la Federación cuyo artículo 37 expresamente establece:  

 
Artículo 37.- Las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deberán ser 

resueltas en un plazo de tres meses; transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución, el 

interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente e interponer los medios de 

defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se dicte la resolución, o bien, 

esperar a que ésta se dicte. 

… 

  
Actuar en sentido contrario, sería aplicar indebidamente un precepto legal en contravención de 

los más elementales principios del Derecho que rigen todo acto de autoridad, como son el de la 

fundamentación y la motivación. 
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En apoyo de lo anterior, conviene mencionar lo que nuestro más alto Tribunal señala al respecto 

en el siguiente criterio Jurisprudencial: 

 
NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE 

PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, 

MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA 

(LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del 

artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo 

dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al 

transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al 

contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna 

otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el 

citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que 

diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución 

de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 

2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) 

La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión 

procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver 

por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución 

negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la 

ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que 

éste se dicte y se le notifique en términos de ley. 

2a./J. 164/2006 

Contradicción de tesis 169/2006-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 

Primero y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 18 de octubre de 2006. 

Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Rolando Javier García Martínez. 

Tesis de jurisprudencia 164/2006. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada del veintidós de noviembre de dos mil seis. 

Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época. 

Tomo XXIV, Diciembre de 2006. Pág. 204. Tesis de Jurisprudencia. 

 

En efecto, para esta Ponencia debe atenderse a la obvia necesidad de preservar el interés superior 

del acceso a la información, sobre situaciones que se deriven de un desconocimiento o un mal 

conteo por parte del solicitante, como es el caso el de interponer el Recurso a destiempo, caso en 
el cual, sí operaría otra figura jurídica: la preclusión, cuyos aspectos son muy distintos al tema que 

se analiza, si consideramos que dentro de los requisitos para que ésta opere, es indispensable la 

existencia de una resolución que en el caso de la negativa ficta, no existe. 

 

A mayor abundamiento, la suplencia que impone a este Órgano Colegiado el artículo 74 de la Ley 
de Transparencia invocada para subsanar la deficiencia del recurso precisamente busca que se 

garantice el derecho de acceso a la información, y que errores e imprecisiones, incluyendo las 

procesales no se vuelvan un obstáculo en su ejercicio, más aun cuando el gobernado no tiene la 

obligación de conocer los términos o tecnicismos legales para la interposición de recursos, ni 
puede exigirse al gobernado ser un experto en materia de saber computar, y menos aún ante la 

conducta omisa del SUJETO OBLIGADO.  

 

En consecuencia ante dicho deber jurídico, el pleno de este organismo garante, observa que en el 

caso en conocimiento, estudio y resolución, debe proceder a subsanar la deficiencia en el presente 
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recurso, y por lo tanto, determinar que su presentación resulta oportuna, y debe proceder a 

entrar al estudio de las demás cuestiones de forma y, en su caso, de fondo de la litis. 

 

Sostener lo contrario, conllevaría a un perjuicio en contra del gobernado, ya que este Pleno dejaría 
de conocer el fondo de la litis, y desestimar su estudio para determinar si de las constancias, 

particularmente de lo expuesto por EL RECURRENTE y lo que en su caso sostuviese EL 

SUJETO OBLIGADO, a quien le asiste la razón. 

 

De refrendar la extemporaneidad del Recurso por estimar que el plazo de su presentación es el 
mismo que cuando hay respuesta, ello conllevaría a los siguientes inconvenientes: 

 

 Dilación en el ejercicio de acceso a la información. 

 Desincentivo al gobernado en el ejercicio de su derecho. 

 Perjudicar el derecho de acceso respecto de este rubro a otros gobernados, respecto a 

información que es pública. 

 Que la dilación de dar respuesta por parte del SUJETO OBLIGADO se traslade en 

beneficio suyo, y en perjuicio del RECURRENTE. 

 Que tecnicismo, que en el caso particular son salvables, limite la revisión y estudio por 

parte de este Órgano Garante dejando en estado de indefensión al  recurrente, respecto a 

su derecho de acceso a información gubernamental. 

 Que se rompan los principios de orientación, auxilio,  sencillez, máxima publicidad y 

oportunidad a favor de los gobernados. 

 
Por lo tanto se estima que este Pleno de conformidad con la facultad que le otorga  la fracción I 

del artículo 60 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México 

y Municipios, para interpretar en el orden administrativo, es que debe pronunciarse por establecer 

en esta resolución, y posteriormente en el marco reglamentario el plazo que se tiene para 

interponer un recurso en los casos de negativa ficta.  
 

Por ello,  es de mencionar que si bien es cierto en otras resoluciones se había determinado en 

establecer un plazo especifico de treinta días hábiles en los casos de negativa ficta, distinto y 

distinguible de aquel en donde si hubo respuesta, pero ello fue bajo la finalidad  de dar protección 

al ejercicio del derecho de información y poder hacer valer la negativa ficta según los intereses del 
interesado, bajo el espíritu de que no se vea perjudicada la buena fe del solicitante que espera la 

respuesta; evitando que por mero transcurso de un tiempo corto permita que  prescriba el 

derecho de impugnar la omisión, por lo que al establecer el plazo de treinta días contados a 

partir del día siguiente en que se termino el plazo para que se produjera la contestación por parte 
del SUJETO OBLIGADO se buscaba un buen equilibro procesal, por lo anterior actualmente 

este razonamiento ha sido superado en beneficio del solicitante en virtud de dejar abierta la 

posibilidad para impugnar en cualquier tiempo una negativa ficta, y por otro lado, se permite 

privilegiar la revisión en los casos en que se estime violentado el acceso al derecho de acceso a la 

información,  lo que permite cumplir los principios por los cuales la misma ley se rige y que 
atienden a la  simplicidad y rapidez al acceso a la información. Aunado que para esta Ponencia 

antes que actualizarse un recurso extemporáneo, se actualiza antes que nada la omisión del 

SUJETO OBLIGADO, se actualiza la omisión de éste de no haber dado respuesta, que su 
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silencio administrativo se produjo, y suponiendo sin conceder mucho antes que cualquier plazo 

para interponer el recurso. 

 

A mayor abundamiento, cabe adicionalmente las consideraciones que a continuación se exponen, 
mismas que se describen por estimar que ello tiene que ver con un tema de suma importancia, 

como lo es el de que se resuelva una laguna jurídica respecto al plazo especifico que debe haber en 

los casos de negativa ficta y por otro lado con ello el de buscar dar entrada al estudio de fondo de 

los recursos interpuesto en dichos casos y evitar en la medida de lo posible su desechamiento por 

extremos formales.   
 

En este sentido, resulta pertinente, mencionar que lo que señala la  doctrina ante la figura de la 

negativa ficta y es: 

 
Para el tratadista el tratadista Sergio Francisco de la Garza manifiesta, "todo procedimiento 

administrativo tributario tiene que concluir con una resolución expresa, que puede ser total o 

parcialmente positiva o negativa, o que puede ser tácitamente negativa."  

Para el maestro Antonio Carrillo Flores, la resolución de la autoridad administrativa debe ser dictada 

dentro de un término, pero si ese término no existe en la Ley, o si la autoridad no resuelve, frente al 

silencio de la administración se pueden adoptar cuatro posibles soluciones: 

1ª.- Que a petición del particular, vencido el plazo para la decisión del asunto, éste pasa de la 

autoridad que debió resolverlo a otra; 

2ª.- Que de oficio, una segunda autoridad se avoque al conocimiento del asunto que no hubiese 

concluido en el término inicialmente fijado; 

3ª.- Que expirado el plazo, por una ficción legal, se entienda que la autoridad ha decidido  

afirmativamente; 

4ª.- Similar a la anterior se entiende decidido en forma negativa, de manera que puede el particular 

intentar los recursos administrativos o jurisdiccionales que procedan.  

Por lo que el tratadista de la Garza que señale que los Códigos fiscales de 1938, 1966 y 1981 han 

acogido la cuarta solución; por tanto, las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades 

fiscales deben ser resueltas en un plazo de cuatro meses (hoy 3 meses) y transcurrido dicho plazo 

sin que se notifique la resolución al interesado, éste puede considerar que la autoridad resolvió 

negativamente e interponer los medios de defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, 

mientras no se dicte resolución o bien, esperar a que ésta se dicte. 

Prosigue el tratadista en mención que existen tres sistemas desde el punto de vista doctrinario para 

que se configure la negativa ficta y que son los siguientes:  

a) En el primero se requiere que el particular acuda ante la autoridad en dos ocasiones en solicitud 

de respuesta, reiterando su petición y, a partir de la última promoción, se empieza a contar el 

término de dicha negativa; 

b) En el segundo, el plazo empieza a computarse después de que el expediente ha quedado 

integrado; y 

 c) Por último, el tercer sistema se puede enunciar en el sentido de que si no se da respuesta dentro 

del término que fija la ley, sin tomar en cuenta la tramitación que debe seguir, debe tenerse por 

resuelto en sentido negativo por el simple transcurso del término.  

Este último método es el que adopta el Código Fiscal vigente, con la aclaración de que no le depara 

ningún perjuicio a la autoridad, toda vez que ésta tiene la posibilidad de pronunciar resolución. 

Por todo lo anterior, es de decirse, que la negativa ficta es una figura jurídica en virtud de la cual, 

cuando una petición, instancia o recurso fiscal instaurado por un particular, no es resuelto en un 

plazo de tres meses, se entiende que fue resuelta negativamente. 

http://www.monografias.com/trabajos13/mapro/mapro.shtml
http://www.monografias.com/trabajos2/rhempresa/rhempresa.shtml
http://www.monografias.com/trabajos4/leyes/leyes.shtml
http://www.monografias.com/Administracion_y_Finanzas/index.shtml
http://www.monografias.com/trabajos14/soluciones/soluciones.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/epistemologia2/epistemologia2.shtml
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http://www.monografias.com/trabajos11/teosis/teosis.shtml
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La finalidad de esta figura, es dejar al particular en aptitud de combatir por otros medios, que la ley 

le concede, dicha resolución y obtener o tratar de obtener la resolución que favorezca a sus 

intereses. 

 
Con lo anterior se demuestra que lo que se busca con esta figura que se sancione el silencio 

administrativo que genera una incertidumbre jurídica por parte de la autoridad, con la finalidad de 
que la misma pueda y  deba ser combatida mediante un medio de impugnación y así poder obtener 

una resolución satisfactoria a los intereses del Recurrente el cual deber ser totalmente apegado a 

derecho. Una vez señalado lo anterior resulta  pertinente tomar en cuenta el plazo para impugnar 

la negativa ficta.  

 
Luego entonces, y ante la oportunidad del criterio por analogía, resulta procedente tomar en 

cuenta lo expuesto, ya que permite afirmar que de conformidad con lo establecido en el artículo 

37 del Código Fiscal de la Federación que señala: que una vez que transcurre el plazo de tres 

meses, sin respuesta por parte de la autoridad, los particulares podrán impugnar la negativa 
ficta respectiva, o bien esperar la resolución expresa. Esto quiere decir que el 

particular podrá impugnar en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, siempre y 

cuando no se le haya notificado al particular la resolución expresa por parte de la 

autoridad. 

 
Cabe hacer mención que la impugnación a una resolución de esta naturaleza, no se encuentra 

sujeta al término de los 45 días al que se refiere el artículo 207 primer párrafo del Código Fiscal 

de la Federación, término dentro del cual se debe presentar el juicio contencioso administrativo, 

ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, toda vez que dicho término se refiere a 

las impugnaciones que sobre resoluciones expresas haga la  autoridad fiscal.  
 

Por lo que en esta tesitura cabe señalar que nuestra Ley de Transparencia dispone en su artículo 

46 que  para el caso en que haya una resolución expresa por parte del Sujeto Obligado, empezara 

a transcurrir el termino de 15 días hábiles a partir de la fecha del conocimiento de dicha 
resolución, así mismo se prevé en su artículo 48 que ―cuando el Sujeto Obligado  no entregue la 

respuesta a la solicitud dentro del plazo previsto en la Ley, se entenderá negada  y el solicitante 

podrá interponer recurso de revisión previsto en este ordenamiento‖,  lo cual significa que se 

configuré la negativa ficta, situación que presupone también  la espera de la contestación para 

impugnar o en su defecto impugnar la negativa producida por el mero transcurso del tiempo.  
 

Así, dicha consideración de la figura en la norma de transparencia obedece a la preservación del 

derecho de que el ciudadano no se vea afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la 

autoridad, la cual —legal y constitucionalmente— debe emitir la resolución correspondiente, de 
tal manera que no sea indefinida la conducta de abstención asumida por la autoridad  (Sujeto 

Obligado), sino que, al transcurrir cierto tiempo desde la fecha de presentación de la solicitud, 

petición o instancia, la ley pueda proporcionar medios o instrumentos al agraviado o, en todo 

caso, o bien que el órgano jurisdiccional obligue a la autoridad a contestar o resolver en el caso 

específico. 
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Por lo anterior, al analizar la norma de derecho a la transparencia  que establece y regula la figura 

de la negativa ficta, encontramos que su combate no señala un cierto plazo para impugnar, tal 

como la mayoría de los procesos y procedimientos administrativos y jurisdiccionales, lo que es 

tema de análisis en la presente. Por lo que resulta pertinente tomar en consideración los siguientes 
criterios: 

 
NEGATIVA FICTA. PARA QUE SE CONFIGURE ES NECESARIO QUE EL 

GOBERNADO FORMULE, PREVIAMENTE, LA PETICIÓN CORRESPONDIENTE A 

LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL 

ESTADO DE NUEVO LEÓN). Conforme al artículo 17, fracción XIII, de la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Nuevo León, el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo es competente para conocer de los juicios que se promueven contra 

las resoluciones negativas fictas, configuradas por el silencio de la autoridad para dar 

respuesta a la instancia de un particular en el plazo que la ley fije o a falta de 

término, de cuarenta y cinco días. De lo expuesto se sigue que, para que se actualice la 

hipótesis legal en comento, se requiere de una solicitud del gobernado en la que se hubiere 

formulado o presentado ante las autoridades demandadas alguna petición, a fin de que resultaran 

obligadas a responderla, sobre todo si se tiene en cuenta que el artículo 46, párrafo tercero, del 

invocado ordenamiento legal, determina que cuando se trata de negativa ficta, el derecho a 

demandar nace al transcurrir cuarenta y cinco días después de que el particular presentó su 

petición, lo que revela que ante la ausencia de esa solicitud no pueda considerarse configurada la 

hipótesis legal para la procedencia de la negativa ficta. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL 

CUARTO CIRCUITO. 

Amparo directo 434/99. Rafael de Jesús Garza Morales. 26 de mayo de 1999. Unanimidad de 

votos. Ponente: Rodolfo R. Ríos Vázquez. Secretario: Marco Tulio Morales Cavazos. 

 
Ahora bien es de mencionar que la negativa ficta ocurre en  tres situaciones de derecho, toda vez 

que la misma ocurrirá o existirá en términos jurídicos si la autoridad no responde en un cierto 

plazo —primer momento—, lo cual, por disposición legal, da a entender que aquella ha resuelto 
de manera negativa —es decir, nace la negativa ficta—, con lo que el peticionario o solicitante, 

mientras no se dicte la contestación, se encontrará en condiciones legales de interponer los 

medios de defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo —segundo 

momento— o bien, esperar a que ésta se dicte, con lo que otra vez deberá correr 

otro plazo o término —tercero— y de no reclamarse con los medios idóneos, se 
entenderá que la negativa se consintió y, por consiguiente, el  recurrente o quejoso no 

tendrá ningún instrumento o herramienta para conseguir u obtener la respuesta o petición 

a la configuración de dicha figura. Pero sí tendrá otros medios jurídicos de impugnación de la 

negativa expresa, lisa y llana. 
 

Se ha comentado que, a nivel federal, la negativa ficta establece un término de tres meses para su 

impugnación, derivando dicho término en dos situaciones: cualquiera posterior ha dicho término, 

o esperar que la respuesta se dicte. Para  lo cual señala lo siguiente la Jurisprudencia: 

 
NEGATIVA FICTA. EL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO PUEDE 

DECLARAR SU VALIDEZ APOYÁNDOSE EN CAUSAS DE IMPROCEDENCIA DEL 

RECURSO O PROMOCIÓN QUE LA MOTIVÓ (ARTÍCULO 37 DEL CÓDIGO 
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FISCAL DE LA FEDERACIÓN). El artículo 37 del Código Fiscal de la Federación que entró en 

vigor a partir del primero de enero de 1983, establece que: "Las instancias o peticiones que 

se formulen a las autoridades fiscales deberán ser resueltas en un plazo de cuatro 

meses; transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución, el interesado podrá 

considerar que la autoridad resolvió negativamente e interponer los medios de 

defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se dicte la 

resolución, o bien, esperar a que ésta se dicte.". El contenido del precepto transcrito es 

sustancialmente igual al del artículo 92 del Código Fiscal de la Federación anterior. Ahora bien, es 

incorrecto que se reconozca la validez de una resolución negativa ficta, con fundamento en una 

causa de improcedencia del recurso o promoción que la motivó, pues si ha transcurrido, a juicio de 

la Sala Fiscal, el tiempo necesario para considerar que se ha configurado la aludida negativa ficta, 

las autoridades fiscales no pueden hacer valer en su contestación argumentos respecto de la 

procedencia o improcedencia de promoción o recurso que motivó la negativa, lo que debió ser 

materia de resolución expresa emitida dentro del plazo de ley, o en su defecto dentro de los 

cuatro meses que señala el artículo 37 del Código Fiscal de la Federación vigente 

hasta el 31 de diciembre de 1995; sino que debe señalar los fundamentos y motivos de fondo 

en los cuales se basaron para negar lo que se les solicitó, integrándose la litis ante el Tribunal Fiscal 

de la Federación en estos casos de negativa ficta, con la demanda de nulidad de la misma, la 

contestación que deberá explicar las razones de fondo que dieron fundamento a la contestación 

negativa, la ampliación de demanda si se produce, y su contestación. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 889/81. Montec Construcciones, S.A. 28 de septiembre de 1982. Unanimidad de 

votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 

Amparo directo 893/81. Distribuidora Capi, S.A. 28 de septiembre de 1982. Unanimidad de votos. 

Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 

Amparo directo 203/84. Ómnibus Cristóbal Colón, S.A. de C.V. 24 de abril de 1984. Unanimidad 

de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 

Amparo directo 2553/94. Creaciones Glamour, S.A. 20 de abril de 1995. Unanimidad de votos. 

Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 

Amparo directo 4973/96. Tectónica y Construcciones, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 1996. 

Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Villaseñor. Secretaria: Andrea Zambrana 

Castañeda. 

 

En concatenación con la anterior  también se encuentra la siguiente: 
 

NEGATIVA FICTA EN EL RECURSO DE REVOCACIÓN. DE CONFORMIDAD CON 

EL ARTÍCULO 131 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, PUEDE SER 

IMPUGNADA SIEMPRE Y CUANDO NO SE HAYA NOTIFICADO LA 

RESOLUCIÓN EXPRESA. El artículo 131 del Código Fiscal de la Federación establece que 

la autoridad debe dictar y notificar la resolución al recurso de revocación en un 

término que no exceda de tres meses, contados a partir de la fecha de su 

interposición y que el silencio de la autoridad significará que se ha confirmado el 

acto impugnado, pudiendo el recurrente esperar la resolución expresa o impugnar 

en cualquier tiempo la presunta confirmación del acto impugnado. De lo anterior 

se infiere que si bien una vez transcurrido el plazo de tres meses el recurrente puede 

impugnar la presunta confirmación del acto, ello debe ser antes de que se le 

notifique la resolución expresa, pues, de no ser así, se entiende que renunció a la 

opción de impugnar la resolución ficta para controvertir solamente la expresa. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 429/2002. Alcobe Cerámicos, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2002. 

Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Antonieta Azuela de Ramírez. Secretaria: Tania María 

Herrera Ríos. 

 

Así mismo la siguiente  tesis aislada dispone: 
 

NEGATIVA FICTA. SU PROCEDENCIA (ISSSTE). El artículo 37 del Código Fiscal de la 

Federación dispone: "Las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades 

fiscales deberán ser resueltas en un plazo de tres meses; transcurrido dicho plazo sin 

que se notifique la resolución, el interesado podrá considerar que la autoridad 

resolvió negativamente e interponer los medios de defensa en cualquier tiempo 

posterior a dicho plazo, mientras no se dicte la resolución, o bien, esperar a que ésta 

se dicte ... Cuando se requiera al promovente que cumpla los requisitos omitidos o proporcione los 

elementos necesarios para resolver, el término comenzará a correr desde que el requerimiento 

haya sido cumplido.". Empero, no obstante la literalidad del susodicho precepto, de una recta 

interpretación de su texto se desprende que aun las autoridades que no son formalmente fiscales 

pero cuyas facultades guardan relación con la materia fiscal y que a la vez están sometidas a la 

competencia del Tribunal Fiscal de la Federación, pueden incurrir en la figura jurídica de la negativa 

ficta. Por otra parte, la fracción VI del artículo 11 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la 

Federación establece que dicho tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las 

resoluciones definitivas que se dicten en materia de pensiones civiles, sean éstas con cargo al erario 

federal o al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, situación que 

pone de manifiesto que la voluntad legislativa, en tal evento, no es otra sino la de que el referido 

tribunal resuelva, sin limitación alguna, todo tipo de controversias que se susciten en torno a las 

pensiones que apruebe la nombrada institución de seguridad social, incluidas, por supuesto, las que 

atañen a las negativas fictas. No considerarlo así equivale a coartar el derecho que tienen los 

pensionados por el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de 

reclamar vía juicio de nulidad el silencio de dicha institución ante sus demandas y reclamos, que 
guarden relación directa con las pensiones que se hubieren otorgado; luego, si el instituto de 

referencia tiene como objeto la administración de seguros, prestaciones y servicios que comprenden 

la seguridad social, utilizando para ello la recaudación de aportaciones de esta índole, en términos 

de los artículos 2o., 3o., 4o., 16 y 21 de su ley, válido es concluir que participa de la naturaleza 

fiscal de esta última, motivo por el cual no existe razón jurídica alguna que impida 

someter sus resoluciones al control de legalidad, tanto en su actuación expresa como 

en la ficta. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO. 

Amparo directo 360/97. Cleotilde López Linares. 26 de septiembre de 1997. Unanimidad de votos. 

Ponente: Mariano Hernández Torres. Secretaria: Elvira Concepción Pasos Magaña. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI-Agosto, tesis 

XIV.2o. J/14, página 571, de rubro: "NEGATIVA FICTA. SE GENERA ANTE EL SILENCIO DEL 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, 

RESPECTO DE SOLICITUDES FORMULADAS POR SUS PENSIONADOS.". 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, octubre de 1998, 

página 446, tesis por contradicción 2a./J. 77/98 de rubro "NEGATIVA FICTA, SE GENERA ANTE EL 

SILENCIO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 

DEL ESTADO, RESPECTO DE SOLICITUDES FORMULADAS POR SUS PENSIONADOS.". 
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Lo anterior, hay que aclararlo, como ya se dijo está establecido por el Artículo 37, del Código 

Fiscal de la Federación, precepto legal que da origen o nacimiento a dicha figura fiscal en el ámbito 

federal. 

 
Artículo 37. Las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deberán ser 

resueltas en un plazo de tres meses; transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución, el 

interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente e interponer los 

medios de defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se dicte 

la resolución, o bien, esperar a que ésta se dicte. El plazo para resolver las consultas a que 

hace referencia el Artículo 34-A será de ocho meses. 

 

Por tanto, el cumplimiento del plazo o término para interponer algún medio de defensa ante la 

ocurrencia de la negativa ficta se vuelve una situación a la que habrá de estarse muy al pendiente 

para el gobernado. 
 

En conclusión, las instancias o peticiones que se formulen por ejemplo en el caso de las 

autoridades fiscales deben ser resueltas en un plazo establecido por la ley; transcurrido dicho 

plazo sin que se notifique la resolución, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió 
negativamente e interponer los medios de defensa en cualquier tiempo posterior a dicho 

plazo, mientras no se dicte la resolución, o bien esperar a que ésta se dicte para 

hacerlo. 

 

Por lo tanto y tomando como analogía lo expuesto, es que se puede decir que en materia de 
transparencia es de mencionar que si bien es cierto se  señala que el termino es de quince días 

hábiles contados a partir de la fecha en que se tuvo conocimiento expreso del acto  lo que se 

convierte en que  de manera oficiosa se señale el mismo término para la interposición del recurso  

una vez que concluyo el término para  que contestara el Sujeto Obligado a la solicitud de 
información, sin embargo resulta importante señalar que de manera absoluta este Órgano Garante 

tiene atribuciones de la protección de una garantía individual contemplada en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y consecuentemente en los artículos 5 y 6 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, lo que convierte en supremacía el 

derecho la información por lo que se tornarían dos situaciones que no resultan garantistas del 
derecho a la información y son las siguientes: 

 

a) De tomarse de manera oficiosa y absoluta el término de quince días para la interposición 

del Recurso contados a partir de que concluyo el termino para la contestara  para ocurrir  

a la instancia correspondiente ante la negativa ficta,  lo que convierte en una carga al 
gobernado de  estar al pendiente del cumplimiento y plazo para interponer el medio de 

defensa. 

 

b) Que el Sujeto Obligado abuse de esta figura jurídica ―negativa ficta‖ no contestando a 
tiempo y esperando en un tiempo que resulta primordialmente corto para que transcurran 

los términos y no  se impugne dicha resolución lo que conllevaría a que se retardara el 

derecho de acceso a la información pública. 
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Ahora bien es de tomar en consideración que se está ante una violación en los términos 

procesales para la tramitación de solicitudes de acceso a la información Pública por parte del  

Sujeto Obligado al ser omiso para dar contestación es que resulta conveniente estimar que el 

plazo del solicitante para interponer el medio de impugnación no puede ser el mismo que se da 
cuando hay respuesta, ya que para este Órgano Garante resulta demasiado corto si se toma en 

consideración la falta de respuesta y la omisión de sus obligaciones de los Sujetos Obligado a 

proporcionar la contestación, por lo que ante tal omisión debe privilegiarse el derecho del 

gobernado a impugnar tal silencio, mediante una mejor oportunidad para ello al establecer un 

plazo más justo para ello, lo anterior tiene su sustento en el siguiente criterio: 
 

ACTO ADMINISTRATIVO DICTADO FUERA DEL PLAZO LEGAL. CONSTITUYE 

INFRACCIÓN A LAS FORMALIDADES Y NO AL MÉRITO U OPORTUNIDAD DEL 

MISMO. Aun cuando resulte cierto que doctrinalmente se reconoce como uno de los 

elementos del acto administrativo el de la oportunidad, esta cuestión en particular 

no supone la obligación que la autoridad tiene para dictar sus resoluciones en los 

plazos que la ley prevé, sino más bien describe la necesidad de que la actuación 

administrativa satisfaga las necesidades de orden público mediante la toma de 

decisiones que efectivamente remedien una cierta situación dada, es decir, se trata 

del mérito con que el actuar administrativo debe producirse, en función de un criterio 

de utilidad en el actuar público; por ello, no puede afirmarse que la resolución 

dictada por un órgano de la administración más allá del plazo que la ley otorga, sea 

técnicamente inoportuna, sino más bien lo es extemporánea, quedando entonces sujeta a 

la sanción que la propia legislación prevea sobre el particular; así, mientras este vicio temporal 

se detecta con la simple revisión del término en que fue dictado un acto, el mérito u 

oportunidad del acto administrativo sólo puede evaluarse bajo la objetiva correlación 

existente entre la necesidad por satisfacer y la eficacia que el acto administrativo 

tenga para lograr la satisfacción de ese fin público, lo cual supone un proceso 

intelectivo diferente al que se requiere simplemente para concluir que un acto 

administrativo fue extemporáneo. En conclusión, aun aceptando que todo acto oportuno 

supone que no fue extemporáneo (de ahí su mérito), cuando la legislación es la que establece el 

término de actuación de una autoridad, este elemento se desplaza hacia las formalidades que el 

orden normativo impone al actuar de la administración y, por tanto, su grado de nulidad sólo 

dependerá de la sanción misma que la propia ley le asigna, dejando fuera, 

obviamente, la posibilidad de que el juzgador evalúe el actuar administrativo en 

función de un criterio de oportunidad, el cual se reduce, como se explicó, a revisar si 

la necesidad de orden público por satisfacer se realizó con diligencia y eficacia 

necesarias. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 3237/2001. Pedro González Trejo. 10 de octubre de 2001. Unanimidad de votos. 

Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez. 

 

NEGATIVA FICTA. TÉRMINO PARA IMPUGNARLA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 

DE NUEVO LEÓN). El artículo 8o., fracción V, del Código Procesal del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de Nuevo León, dispone que son causas de ilegalidad: "La 

falta de contestación a una petición del particular dentro del término de cuarenta y 

cinco días hábiles, salvo los términos más reducidos que fije la ley de la materia.". Del 

análisis de dicho precepto legal se desprende que para que se configure la negativa ficta deben 

transcurrir cuarenta y cinco días hábiles, en los que la autoridad respectiva sea omisa en dar 

contestación a la solicitud del gobernado; por su parte, el artículo 21 del citado ordenamiento 
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legal establece que el término para interponer la demanda será de treinta días 

hábiles, contados desde el siguiente al en que se haya notificado al afectado la 

resolución o el acuerdo que reclame, desde el día en que haya tenido conocimiento 

de ellos o de su ejecución, o desde el día en que se hubiere ostentado sabedor de los 

mismos. Por consiguiente, se llega a la conclusión de que si el quejoso realizó la solicitud para 

operar un negocio de abarrotes con venta de cerveza en envase cerrado, al presidente municipal de 

Santa Catarina, Nuevo León, en determinada fecha, y al día de la presentación de la demanda de 

nulidad, en la que se reclama la negativa ficta de la autoridad responsable, transcurrieron los 

cuarenta y cinco días a que se refiere el primer dispositivo legal citado, así como los treinta días 

hábiles que señala el segundo de los preceptos legales, es evidente que la demanda de nulidad es 

extemporánea. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 

Amparo directo 568/97. Tomás Perales Sánchez. 15 de octubre de 1997. Unanimidad de votos. 

Ponente: José Luis Arellano Pita. Secretario: Eduardo Ochoa Torres. 

Nota: El Código Procesal del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Nuevo León, 

actualmente se encuentra abrogado. 

 
Por lo que considerando que el Derecho a la Información es un ―Derecho Supremo fundamental‖ 
y  que debe estar al alcance de todos los personas mismos que no están obligados a conocer 

todos  plazos y términos para la impugnación lo que convierte a que en dicho ejercició de su 

derecho  tengan que ser asistidos por un experto en la materia jurídica,  para que se impugne 

adecuadamente en los términos de ley dicha negativa de información lo que entorpece el acceso a 

la información,  así también resulta totalmente contrario a la creación de dicho ordenamiento Ley 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de  México y de los Municipios, ya 

que esta ley obedece a consolidar una cultura de transparencia en el ejercicio público como una 

obligación del gobernante, además de proteger los datos personales en posesión de los poderes 

públicos, órganos autónomos, tribunales y municipios, constituyéndose como un derecho 
fundamental el derecho de acceso a la información pública que permite a las personas tener 

acceso a documentos que dan forma al quehacer gubernamental en todo sus niveles, sin distinción 

alguna, con el propósito de propiciar la rendición de cuentas y la democracia, aplicando los 

principios de simplicidad y rapidez, gratuidad del procedimiento auxilio y orientación a los 

solicitantes de información, así también señala que ante todo deberá privilegiarse el principio de 
máxima publicidad. 

 

Para este Pleno no pasa desapercibido que se pueda presentar una nueva solicitud de información 

al Sujeto Obligado, solo que esta situación  retardaría el acceso a la información Publica 

violentando los principios que la misma ley señala y que se fundan en la simplicidad,  rapidez y 
auxilio del solicitante, por lo que determinar un plazo más oportuno y prudente para la 

impugnación cuando se trate de una negativa ficta en materia de transparencia no violenta la Ley 

de la Transparencia por el contrario privilegia el acceso al derecho a la información, por lo que 

esta tesitura resulta  conveniente y adecuado ampliar por un término igual al señalado para la 
interposición de la impugnación de lo que resulta  lo siguiente: 

 

 El plazo dispuesto para impugnar una contestación expresa tiene un término para 

impugnar de 15 días contados a partir del día siguiente a que se tuvo conocimiento del 

acto. 
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 Para el caso en que exista una falta de contestación se podrá hacer impugnable en 

cualquier tiempo posterior, a partir del día siguiente en que feneció el plazo del SUJETO 

OBLIGADO para que produjera su contestación.  

 

Con lo anterior no se privilegia la omisión del Sujeto Obligado dejando al arbitrio el Derecho 
Supremo de acceder a la información pública y tampoco es un exceso del derecho  ya que la ley 

no manifiesta un plazo específico en cuales resulte oportuna su impugnación tomando en 

consideración la falta de respuesta u omisión por parte del Sujeto Obligado, por lo que 

resulta conveniente sancionar la conducta omisa del Sujeto Obligado con un plazo, distinto y 

distinguible de aquel en donde si hubo respuesta, para que entonces haga valer la negativa ficta 
según los intereses del interesado en cualquier tiempo posterior, bajo el espíritu de que no se vea 

perjudicada la buena fe del solicitante que espera la respuesta; evitando que por mero transcurso 

de un tiempo corto permita que  prescriba el derecho de impugnar la omisión, es por lo anterior 

que se estima que la presentación del Recurso de Revisión fue oportuno, atendiendo a los motivos 
expuestos y tomando en consideración los criterios del Máximo Tribunal del Poder Judicial de la 

Federación. Por lo que ante la oportunidad en la presentación del recurso es que este Pleno 

determina procedente entrar a estudiar el fondo del asunto. 

 

TERCERO.- Requisitos de procedibilidad. Continuando con la revisión de que se cumplan 

con los extremos legales de procedibilidad del presente recurso, de igual manera el artículo 73 de 

la multicitada Ley establece los requisitos de forma que deben cumplirse en el escrito de 
interposición del recurso, mismos que se transcriben a continuación: 

 
Artículo 73.- El escrito de recurso de revisión contendrá: 

I. Nombre y domicilio del recurrente, y en su caso, la persona o personas que éste autorice para recibir 

notificaciones; 

II. Acto impugnado, Unidad de Información que lo emitió y fecha en que se tuvo conocimiento del mismo; 

III. Razones o motivos de la inconformidad; 

IV. Firma del recurrente o en su caso huella digital para el caso de que se presente por escrito, requisitos sin 

los cuales no se dará trámite al recurso. 

Al escrito de recurso deberá acompañarse copia del escrito que contenga el acto impugnado. 

 
Tras la revisión del escrito de interposición del recurso cuya presentación es vía EL SICOSIEM, 

se concluye la acreditación plena de todos y cada uno de los elementos formales exigidos por la 

disposición legal antes transcrita. 
 

Por otro lado, al estudiar las causales de sobreseimiento previstos en la ley de la materia, previstos 

por el artículo 75 Bis-A de la ley de la materia y que a la letra dice: 

 
Artículo 75 Bis A.- El recurso será sobreseído cuando: 

I.- El recurrente se desista expresamente del recurso; 

II.- El recurrente fallezca o, tratándose de personas morales, se disuelva; 

III.- La dependencia o entidad responsable del acto o resolución impugnado lo modifique o revoque, de tal 

manera que el medio de impugnación quede sin efecto o materia. 
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Del estudio realizado a las constancias del presente asunto,  EL SUJETO OBLIGADO invoca el 

sobreseimiento en base al artículo 73 fracción III misma que se analizara más adelante verificando 

si la misma se actualiza o no. Razón por la cual se procede a entrar al estudio del fondo del asunto. 

 

CUARTO.- Análisis de los requisitos de procedibilidad. Que una vez valorada la 

legitimidad del promovente, corresponde ahora revisar que se cumplan con los extremos legales de 

procedibilidad del presente Recurso. 
 

Así, en primer término, conforme al artículo 71 de la Ley de la materia, se dispone que: 

 
Artículo 71. Los particulares podrán interponer recurso de revisión cuando: 

I. Se les niegue la información solicitada; 

II. Se les entregue la información incompleta o no corresponda a la solicitada; 

III. Se les niegue modificar, corregir o resguardar la confidencialidad de los datos personales, y 

IV.- Se considere que la respuesta es desfavorable a su solicitud. 

 
De dichas causales de procedencia del Recurso de Revisión y conforme al Acto Impugnado y Motivo 

de Inconformidad que manifiesta EL RECURRENTE, se desprende que la determinación en la 

presente resolución se analizará la actualización de la hipótesis contenida en la fracción I del artículo 

71. Esto es, la causal consistiría en que  se le niegue la información solicitada por el ahora 

RECURRENTE. 
 

De igual manera, el artículo 73 de la multicitada Ley establece los requisitos de forma que deben 

cumplirse en el escrito de interposición del Recurso, mismos que se transcriben a continuación: 

 
Artículo 73.- El escrito de recurso de revisión contendrá: 
I. Nombre y domicilio del recurrente, y en su caso, la persona o personas que éste autorice para 

recibir notificaciones; 

II. Acto impugnado, Unidad de Información que lo emitió y fecha en que se tuvo conocimiento del 

mismo; 

III. Razones o motivos de la inconformidad; 

IV. Firma del recurrente o en su caso huella digital para el caso de que se presente por escrito, 

requisitos sin los cuales no se dará trámite al recurso. 

Al escrito de recurso deberá acompañarse copia del escrito que contenga el acto impugnado. 

 

Tras la revisión del escrito de interposición del Recurso cuya presentación es vía EL SICOSIEM, 

se concluye la acreditación plena de todos y cada uno de los elementos formales exigidos por la 

disposición legal antes transcrita. 
 

Por otro lado, habiéndose estudiado las causales de sobreseimiento previstos en la ley de la materia, 

no obstante que ni EL RECURRENTE ni EL SUJETO OBLIGADO los hicieron valer en su 

oportunidad, este pleno entro a su análisis, y se desprende que no resulta aplicable algunas de las 

hipótesis normativas que permitan se sobresea el medio de impugnación al no acreditarse algunos 
de los supuestos previstos en el artículo 75 Bis A, que la letra señala lo siguiente: 

 
Artículo 75 Bis A.- El recurso será sobreseído cuando: 
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I.- El recurrente se desista expresamente del recurso; 

II.- El recurrente fallezca o, tratándose de personas morales, se disuelva; 

III.- La dependencia o entidad responsable del acto o resolución impugnado lo modifique o revoque, 

de tal manera que el medio de impugnación quede sin efecto o materia. 

 

Concluimos que el recurso es en términos exclusivamente procedimentales procedente. Razón por 

la cual se procede a entrar al estudio del fondo del asunto. 

 

QUINTO.- Fijación de la litis. Fijación de la Litis. A continuación con lo anterior y una  

vez delimitado lo señalado en el Considerando inmediato anterior y una  vez estudiados los 

antecedentes del recurso de revisión en cuestión, los miembros de este Organismo Garante, 
coincidimos en que la litis motivo del presente recurso, se refiere a que EL SUJETO 

OBLIGADO no satisfizo los extremos de la solicitud de información del ahora 

RECURRENTE, al  no haber otorgado una respuesta, lo cual nos conduce a una negación de la 

información. 
  

Por lo que en esa tesitura el propio RECURRENTE ante la falta de la Respuesta del 

SUJETO OBLIGADO  determina como Acto Impugnado: El Término  de  la  ley ha fenecido 

y el sujeto obligado aun no ha dado la respuesta a la solicitud de información Requerida 
 

Por lo que al respecto  El SUJETO OBLIGADO con posterioridad el SUJETO 
OBLIGADO remite  vía correo institucional a este  Órgano Colegiado el Acuerdo de 

Comité de Información por el que clasifico la información materia del presente recurso, 

señalando que era información confidencial con fundamento en el artículo 20 fracción VII 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 

Municipios, toda vez que el daño que pueda producirse con la publicación de la 
información sea mayor que el interés público de conocer la información, por lo que en ese 

sentido pretende justificar su negativa a entregar la información. Siendo así, que ya dentro 
del Acuerdo del Comité de Información no se invocan como fundamento los artículos 

3,12 fracción II, 18, 25, 25 bis, 40 y 41 de la Ley de Transparencia citada, como si lo había 

hecho el SUJETO OBLIGADO en su Informe de Justificación. 
 

Así mismo con posterioridad el SUJETO OBLIGADO refrenda  la negación a la entrega de la 

información por considerar que se considera clasificada la información solicitada  puesto que 

remite a Vía Correo Institucional a este  Órgano un acuerdo de Comité de información. 
 

En ese sentido, la litis del presente caso, por cuestión de orden y método, deberá analizarse en 

los siguientes términos: 

 
a) Primeramente revisar el marco jurídico de lo solicitado, y en base a ello determinar si 

corresponde a ser información que deba obrar en los archivos del SUJETO 

OBLIGADO y posteriormente determinar si la información tiene el carácter de pública 

para la Ley de la Materia. 
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b) Realizar un análisis y determinar o no la procedencia de la clasificación que hiciera 

valer con posterioridad a su falta de respuesta EL SUJETO OBLIGADO para 

negar la entrega de la información al RECURRENTE. 
c) Determinar la procedencia o no alguna de las casuales del recurso de revisión previstas en 

el artículo 71 de la Ley de la materia. 

 
Una vez delimitado lo anterior a continuación se resolverán lo antes enunciados 

 

SEXTO.- Análisis del ámbito competencial del Sujeto Obligado para determinar si 

puede poseer la información solicitada y si la misma tiene el carácter de pública. Por 

lo que hace al inciso a) del Considerando anterior de la presente Resolución, consistente en 

determinar si EL SUJETO OBLIGADO es la autoridad competente para conocer de dicha 
solicitud, es preciso recordar que el punto de la solicitud se reduce al siguiente aspecto: 

 

Currículum vitae del: 

 

 Director de Desarrollo Económico 

 Director de Desarrollo Urbano  

 Contralor 

 

Asentado lo anterior, ahora corresponde determinar a este Pleno si la información solicitada por 

el ahora RECURRENTE se trata de información que deba obrar en los archivos de EL 

SUJETO OBLIGADO y de ser el caso si se trata de información pública. 
 

En este sentido, como ya se ha sostenido en diversas ocasiones debe partirse del hecho evidente 

de que a los municipios del país se les considera autónomos porque encarnan un ámbito de 

gobierno propio, así como porque en ellos se sustenta la organización territorial y administrativa 

del país. Aún cuando en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en la 
Constitución del Estado Libre y Soberano de México, no se menciona el término de autonomía de 

manera expresa, de su regulación constitucional y específicamente del artículo 115 de la 

Constitución General, así como del articulado que compone el Título Quinto de la Constitución 

Estatal, pueden deducirse las principales implicaciones de dicho principio en nuestro régimen 

político, como se ve a continuación. Es así que la Constitución General de los Estados 
Unidos Mexicanos dispone: 

 
Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su 

organización política y administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, 

integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La 

competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el 

Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste 

y el gobierno del Estado. 

… 
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II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal 

que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, 

circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas 

jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, 

funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal. 

… 

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los 

rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que 

las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:… 

 

En tales términos, el principio autonómico del municipio se manifiesta en varios aspectos: 

autonomía de gobierno o política, que se ejerce a través de una corporación denominada 

ayuntamiento; autonomía jurídica, porque el ayuntamiento posee personalidad jurídica propia, así 
como puede expedir reglamentos y realizar otros actos jurídicos; autonomía administrativa, en 

cuanto tiene una estructura propia que se compone de diversas dependencias y unidades 

administrativas encargadas de los servicios públicos; autonomía financiera, en virtud de que 

cuentan con su patrimonio y hacienda de carácter público.  

 
Desde luego, esta autonomía no es absoluta, sino que esta sujeta a las prescripciones 

constitucionales y a la legislación que expiden las entidades federativas, sobre todo, tratándose de 

su administración y conformación para su debido funcionamiento. 

 
Es así que, por su parte, la Constitución Política del Estado de México, establece respecto 

del Ayuntamiento, lo siguiente: 
 
Artículo 1.- El Estado de México es parte integrante de la Federación de los Estados 

Unidos Mexicanos, libre y soberano en todo lo que concierne a su régimen interior. 

 

Artículo 4.- La soberanía estatal reside esencial y originariamente en el pueblo del Estado de 

México, quien la ejerce en su territorio por medio de los poderes del Estado y de los 

ayuntamientos, en los términos de la Constitución Federal y con arreglo a esta Constitución. 

 

Artículo 112.- La base de la división territorial y de la organización política y 

administrativa del Estado, es el municipio libre. Las facultades que la Constitución de la 

República y el presente ordenamiento otorgan al gobierno municipal se ejercerá por el 

ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el 

gobierno del Estado. 

… 

 

Artículo 113.- Cada municipio será gobernado por un ayuntamiento con la 

competencia que le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

la presente Constitución y las leyes que de ellas emanen. 

 

Artículo 114.- Los Ayuntamientos serán electos mediante sufragio universal, libre, 

secreto y directo. La ley de la materia determinará la fecha de la elección. Las elecciones de 

Ayuntamientos serán computadas y declaradas válidas por el órgano electoral municipal, mismo 



 
 EXPEDIENTE: 0720/INFOEM/IP/RR/A/2010. 

RECURRENTE: [--------------------------] 

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE CUAUTITLAN 

PONENTE: COMISIONADO FEDERICO GUZMAN TAMAYO. 

 

 

 

23 

 

que otorgará la constancia de mayoría a los integrantes de la planilla que hubiere obtenido el 

mayor número de votos en términos de la ley de la materia. 

El cargo de miembro del ayuntamiento no es renunciable, sino por justa causa que calificará el 

ayuntamiento ante el que se presentará la renuncia y quien conocerá también de las licencias de 

sus miembros. 

 

Artículo 116.- Los ayuntamientos serán asamblea deliberante y tendrán autoridad y 

competencia propias en los asuntos que se sometan a su decisión, pero la ejecución de 

ésta corresponderá exclusivamente a los presidentes municipales. Durarán en sus funciones tres 

años y ninguno de sus miembros propietarios o suplentes que hayan asumido las funciones podrá 

ser electo para el período inmediato siguiente. 

 

Artículo 117.- Los ayuntamientos se integrarán con un jefe de asamblea que se 

denominará Presidente Municipal, y con varios miembros más llamados Síndicos y 

Regidores, cuyo número se determinará en razón directa de la población del 

municipio que representen, como lo disponga la Ley Orgánica respectiva. 

Los ayuntamientos de los municipios podrán tener síndicos y regidores electos según el 

principio de representación proporcional de acuerdo a los requisitos y reglas de asignación que 

establezca la ley de la materia. 

 

CAPITULO SEGUNDO 

De los Miembros de los Ayuntamientos 

 

Artículo 118.- Los miembros de un ayuntamiento serán designados en una sola 

elección. 

Se distinguirán los regidores por el orden numérico y los síndicos cuando sean dos, en la misma 

forma. 

Los regidores de mayoría relativa y de representación proporcional tendrán los mismos derechos y 

obligaciones, conforme a la ley de la materia. Los síndicos electos por ambas fórmulas tendrán las 

atribuciones que les señale la ley. 

Por cada miembro del ayuntamiento que se elija como propietario se elegirá un suplente. 

 

Artículo 119.- Para ser miembro propietario o suplente de un ayuntamiento se 

requiere: 

I. Ser mexicano por nacimiento, ciudadano del Estado, en pleno ejercicio de sus derechos; 

II. Ser mexiquense con residencia efectiva en el municipio no menor a un año o vecino del mismo, 

con residencia efectiva en su territorio no menor a tres años, anteriores al día de la elección; y 

III. Ser de reconocida probidad y buena fama pública. 

 

Artículo 120.- No pueden ser miembros propietarios o suplentes de los 

ayuntamientos: 

I. Los diputados y senadores al Congreso de la Unión que se encuentren en ejercicio de su cargo; 

II. Los diputados a la Legislatura del Estado que se encuentren en ejercicio de su cargo; 

III. Los jueces, magistrados o consejeros de la Judicatura del Poder Judicial del Estado o de la 

Federación; 

IV. Los servidores públicos federales, estatales o municipales en ejercicio de autoridad; 

V. Los militares y los miembros de las fuerzas de seguridad pública del Estado y los de los 

municipios que ejerzan mando en el territorio de la elección; y 

VI. Los ministros de cualquier culto, a menos que se separen formal, material y definitivamente de 

su ministerio, cuando menos cinco años antes del día de la elección. 
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Los servidores públicos a que se refieren las fracciones III, IV y V, serán exceptuados del 

impedimento si se separan de sus respectivos cargos por lo menos 60 días antes de la elección. 

 

Artículo 121.- Para el despacho de los asuntos municipales cada Ayuntamiento designará 

un Secretario y sus atribuciones serán las que determine la ley respectiva. 

 

Artículo 130.- Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título, se considera 

como servidor público a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión 

en alguno de los poderes del Estado, en los ayuntamientos de los municipios y organismos 

auxiliares, así como los titulares o quienes hagan sus veces en empresas de participación estatal o 

municipal, sociedades o asociaciones asimiladas a éstas y en los fideicomisos públicos. Por lo que 

toca a los demás trabajadores del sector auxiliar, su calidad de servidores públicos estará 

determinada por los ordenamientos legales respectivos. 

… 

 

Asimismo, cabe traer a la presente resolución lo que establece la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de México, la cual expone lo siguiente: 

 
TITULO II 

De los Ayuntamientos 

 

CAPITULO PRIMERO 

Integración e Instalación de los Ayuntamientos 

 

Artículo 15.- Cada municipio será administrado por un ayuntamiento de elección 

popular directa y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno 

del Estado. 

Los integrantes de los ayuntamientos de elección popular deberán cumplir con los 

requisitos previstos por la ley, y no estar impedidos para el desempeño de sus cargos, 

de acuerdo con los artículos 119 y 120 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de México y se elegirán conforme a los principios de mayoría relativa y de 

representación proporcional, con dominante mayoritario. 

 

Artículo 16.- Los ayuntamientos se renovarán cada tres años, iniciarán su periodo el 18 de agosto 

del año de las elecciones municipales ordinarias y lo concluirán el 17 de agosto del año de las 

elecciones para su renovación; y se integrarán por: 

I. Un presidente, un síndico y seis regidores, electos por planilla según el principio de mayoría 

relativa y hasta cuatro regidores designados según el principio de representación proporcional, 

cuando se trate de municipios que tengan una población de menos de 150 mil habitantes; 

II. Un presidente, un síndico y siete regidores, electos por planilla según el principio de 

mayoría relativa y hasta seis regidores designados según el principio de representación proporcional, 

cuando se trate de municipios que tengan una población de más de 150 mil y menos de 500 mil 

habitantes; 

III. Un presidente, dos síndicos y nueve regidores, electos por planilla según el principio de 

mayoría relativa. Habrá un síndico y hasta siete regidores según el principio de representación 

proporcional, cuando se trate de municipios que tengan una población de más de 500 mil y menos 

de un millón de habitantes; y 

IV. Un presidente, dos síndicos y once regidores, electos por planilla según el principio de 

mayoría relativa y un síndico y hasta ocho regidores designados por el principio de representación 
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proporcional, cuando se trate de municipios que tengan una población de más de un millón de 

habitantes. 

 

Artículo 17.- El día 1 de agosto de cada año, el ayuntamiento se constituirá solemnemente en 

cabildo público, a efecto de que el presidente municipal informe por escrito acerca del estado que 

guarda la administración pública municipal y de las labores realizadas durante el ejercicio. 

Dicho informe se publicará en la Gaceta Municipal. 

 

Artículo 18.- El día 17 de agosto del último año de la gestión del ayuntamiento, en 

sesión solemne de cabildo deberán comparecer los ciudadanos que, en términos de 

ley, resultaron electos para ocupar los cargos de presidente municipal, síndico o síndicos 

y regidores. 

La sesión tendrá por objeto: 

I. Que los miembros del ayuntamiento entrante, rindan la protesta en términos de lo dispuesto por 

el artículo 144 de la Constitución Política local. El presidente municipal electo para el período 

siguiente lo hará ante el representante designado por el Ejecutivo del Estado y a su vez, hará de 

inmediato lo propio con los demás miembros del ayuntamiento electo; 

II. Que los habitantes del municipio conozcan los lineamientos generales del plan y programas de 

trabajo del ayuntamiento entrante, que será presentado por el presidente Municipal. 

 

Artículo 19.- A las nueve horas del día 18 de agosto del año en que se hayan efectuado las 

elecciones municipales, el ayuntamiento saliente dará posesión de las oficinas municipales a los 

miembros del ayuntamiento entrante, que hubieren rendido la protesta de ley, cuyo presidente 

municipal hará la siguiente declaratoria formal y solemne: "Queda legítimamente instalado el 

ayuntamiento del municipio de ..., que deberá funcionar durante los años de ...". 

A continuación se procederá a la suscripción de las actas y demás documentos relativos a la 

entrega-recepción de la administración municipal, con la participación de los miembros de los 

ayuntamientos y los titulares de sus dependencias administrativas salientes y entrantes, designados 

al efecto; la cual se realizará siguiendo los lineamientos, términos, instructivos, formatos, cédulas y 

demás documentación que disponga la Contaduría General de Glosa de la Legislatura del Estado 

para el caso, misma que tendrá en ese acto, la intervención que establezcan las leyes. La 

documentación que se señala anteriormente deberá ser conocida en la primera sesión de Cabildo 

por los integrantes del Ayuntamiento a los cuales se les entregará copia de la misma. El 

ayuntamiento saliente, a través del presidente municipal, presentará al ayuntamiento entrante, con 

una copia para la Legislatura, un documento que contenga sus observaciones, sugerencias y 

recomendaciones en relación a la administración y gobierno municipal. 

El ayuntamiento saliente realizara las acciones necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en 

los artículos 18 y 19 de la presente Ley. 

 

Artículo 48.- El presidente municipal tiene las siguientes atribuciones: 

I. Presidir y dirigir las sesiones del ayuntamiento; 

II. Ejecutar los acuerdos del ayuntamiento e informar su cumplimiento; 

III. Promulgar y publicar en la Gaceta Municipal, el Bando Municipal, y ordenar la difusión de las 

normas de carácter general y reglamentos aprobados por el ayuntamiento; 

IV. Asumir la representación jurídica del Municipio. 

V. Convocar a sesiones ordinarias y extraordinarias a los integrantes del ayuntamiento; 

VI. Proponer al ayuntamiento los nombramientos de secretario, tesorero y titulares de 

las dependencias y organismos auxiliares de la administración pública municipal 

VII a XVIII… 
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Artículo 91.- Son atribuciones del secretario del ayuntamiento las siguientes: 

I. Asistir a las sesiones del ayuntamiento y levantar las actas correspondientes; 

II. Emitir los citatorios para la celebración de las sesiones de cabildo, convocadas legalmente; 

III. Dar cuenta en la primera sesión de cada mes, del número y contenido de los expedientes 

pasados a comisión, con mención de los que hayan sido resueltos y de los pendientes; 

 

Artículo 92.- Para ser secretario del ayuntamiento se requiere: 

I. En municipios que tengan una población de hasta 150 mil habitantes, haber 

concluido la educación secundaria; en los municipios que tengan más de 150 mil y 

hasta 500 mil habitantes, o que sean cabecera distrital, haber concluido la educación 

media superior; en los municipios de más de 500 mil habitantes y en el municipio 

sede de los poderes del Estado, haber concluido estudios de licenciatura; 

II. Tener la capacidad para desempeñar el cargo, a juicio del ayuntamiento; 

III. No estar inhabilitado para desempeñar cargo, empleo o comisión públicos. 

 

Artículo 96.- Para ser tesorero municipal se requiere, además de los requisitos del 

artículos 32 de esta Ley: 

I. Tener los conocimientos suficientes para poder desempeñar el cargo, a juicio del ayuntamiento; 

de preferencia ser profesionista de las áreas económicas o  contable administrativas, con 

experiencia mínima de un año; 

II. Caucionar el manejo de los fondos en términos de ley; 

III. No haber sido inhabilitado para desempeñar otro cargo, empleo o comisión públicos; 

IV. Cumplir con otros requisitos que señalen las leyes, o acuerde el ayuntamiento. 

 

Artículo 111.- La contraloría municipal tendrá un titular denominado Contralor, 

quien será designado por el ayuntamiento a propuesta del presidente municipal. 

 

Artículo 112.- El órgano de contraloría interna municipal, tendrá a su cargo las 

siguientes funciones: 

I. Planear, programar, organizar y coordinar el sistema de control y evaluación 

municipal; 

II. Fiscalizar el ingreso y ejercicio del gasto público municipal y su congruencia con el presupuesto de 

egresos; 

III. Aplicar las normas y criterios en materia de control y evaluación; 

IV. Asesorar a los órganos de control interno de los organismos auxiliares y fideicomisos de la 

administración  pública municipal; 

V. Establecer las bases generales para la realización de auditorías e inspecciones; 

VI. Vigilar que los recursos federales y estatales asignados a los ayuntamientos se apliquen en los 

términos estipulados en las leyes, los reglamentos y los convenios respectivos; 

VII. Vigilar el cumplimiento de las obligaciones de proveedores y contratistas de la administración 

pública municipal; 

VIII. Coordinarse con el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México y la Contraloría del 

Poder Legislativo y con la Secretaría de la Contraloría del Estado para el cumplimiento de sus 

funciones; 

IX. Designar a los auditores externos y proponer al ayuntamiento, en su caso, a los Comisarios de 

los Organismos Auxiliares; 

X. Establecer y operar un sistema de atención de quejas, denuncias y sugerencias; 

XI. Realizar auditorías y evaluaciones e informar del resultado de las mismas al ayuntamiento; 
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XII. Participar en la entrega-recepción de las unidades administrativas de las dependencias, 

organismos auxiliares y fideicomisos del municipio; 

XIII. Dictaminar los estados financieros de la tesorería municipal y verificar que se remitan los 

informes correspondientes al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México; 

XIV. Vigilar que los ingresos municipales se enteren a la tesorería municipal conforme a los 

procedimientos contables y disposiciones legales aplicables; 

XV. Participar en la elaboración y actualización del inventario general de los bienes muebles e 

inmuebles propiedad del municipio, que expresará las características de identificación y destino de 

los mismos; 

XVI. Verificar que los servidores públicos municipales cumplan con la obligación de presentar 

oportunamente la manifestación de bienes, en términos de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado y Municipios; 

XVII. Las demás que le señalen las disposiciones relativas. 

 

Artículo 113.- Para ser contralor se requiere cumplir con los requisitos que se exigen para 

ser tesorero municipal, a excepción de la caución correspondiente. 

 

Asimismo, resulta oportuno traer a colación lo dispuesto en la Ley de los Trabajadores del 

Estado de México y Municipios: 
 

ARTÍCULO 1.- Ésta ley es de orden público e interés social y tiene por objeto regular las 

relaciones de trabajo, comprendidas entre los poderes públicos del Estado y los Municipios y 

sus respectivos servidores públicos. 

Igualmente, se regulan por esta ley las relaciones de trabajo entre los tribunales administrativos, los 

organismos descentralizados, fideicomisos de carácter estatal y municipal y los órganos autónomos 

que sus leyes de creación así lo determinen y sus servidores públicos. 

El Estado o los municipios pueden asumir, mediante convenio de sustitución, la responsabilidad de 

las relaciones de trabajo, cuando se trate de organismos descentralizados, fideicomisos de carácter 

estatal y municipal, que tengan como objeto la prestación de servicios públicos, de fomento 

educativo, científico, médico, de vivienda, cultural o de asistencia social, se regularán conforme a 

esta ley, considerando las modalidades y términos específicos que se señalen en los convenios 

respectivos. 

 

ARTICULO 2. Son sujetos de esta ley los servidores públicos y las instituciones públicas. 

 

ARTICULO 3. Los derechos que esta ley otorga son irrenunciables. 

 

ARTICULO 4. Para efectos de esta ley se entiende: 

I. Por servidor público, toda persona física que preste a una institución pública un trabajo 

personal subordinado de carácter material o intelectual, o de ambos géneros, mediante el pago de 

un sueldo; 

… 

III. Por institución pública, cada uno de los poderes públicos del Estado, los municipios y los 

tribunales administrativos; así como los organismos descentralizados, fideicomisos de carácter 

estatal y municipal, y los órganos autónomos que sus leyes de creación así lo determinen; 

IV. Por dependencia, la unidad administrativa prevista en los ordenamientos legales respectivos 

que, estando subordinada jerárquicamente a una institución pública, tenga un sistema propio de 

administración interna; y 

… 
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Para los efectos de esta ley no se considerarán servidores públicos a las personas sujetas a un 

contrato civil o mercantil. 

 

ARTICULO 5. La relación de trabajo entre las instituciones públicas y sus servidores 

públicos se entiende establecida mediante nombramiento, contrato o por cualquier 

otro acto que tenga como consecuencia la prestación personal subordinada del 

servicio y la percepción de un sueldo. 

Para los efectos de esta ley, las instituciones públicas estarán representadas por sus titulares. 

 

ARTICULO 6. Los servidores públicos se clasifican en generales y de confianza, los 

cuales, de acuerdo con la duración de sus relaciones de trabajo pueden ser: por tiempo u obra 

determinados o por tiempo indeterminado. 

 

ARTICULO 8. Se entiende por servidores públicos de confianza: 

I. Aquéllos cuyo nombramiento o ejercicio del cargo requiera de la intervención 

directa del titular de la institución pública o del órgano de gobierno; 

II. Aquéllos que tengan esa calidad en razón de la naturaleza de las funciones que desempeñen y 

no de la designación que se dé al puesto. 

Son funciones de confianza: las de dirección, inspección, vigilancia, auditoría, 

fiscalización, asesoría, procuración y administración de justicia y de protección civil, así como las 

que se relacionen con la representación directa de los titulares de las instituciones públicas o 

dependencias, con el manejo de recursos y las que realicen los auxiliares directos de los servidores 

públicos de confianza. 

No se consideran funciones de confianza las de dirección, supervisión e inspección que realizan los 

integrantes del Sistema Educativo Estatal en los planteles educativos del propio sistema. 

 

ARTICULO 9. Para los efectos del artículo anterior y la debida calificación de puestos de 

confianza, se entenderán como funciones de: 

I. Dirección, aquéllas que ejerzan los servidores públicos responsables de conducir las actividades 

de los demás, ya sea en toda una institución pública o en alguna de sus dependencias o unidades 

administrativas; 

II. Inspección, vigilancia, auditoría y fiscalización, aquéllas que se realicen a efecto de 

conocer, examinar, verificar, controlar o sancionar las acciones a cargo de las instituciones públicas 

o de sus dependencias o unidades administrativas; 

III. Asesoría, la asistencia técnica o profesional que se brinde mediante consejos, opiniones o 

dictámenes, a los titulares de las instituciones públicas o de sus dependencias y unidades 

administrativas; 

IV. Procuración de justicia, las relativas a la investigación y persecución de los delitos del fuero 

común y al ejercicio de la acción penal para proteger los intereses de la sociedad; 

V. Administración de justicia, aquéllas que se refieren al ejercicio de la función jurisdiccional; 

VI. Protección civil, aquéllas que tengan por objeto prevenir y atender a la población en casos de 

riesgo, siniestro o desastre; 

VII. Representación, aquéllas que se refieren a la facultad legal de actuar a nombre de los titulares 

de las instituciones públicas o de sus dependencias; y 

VIII. Manejo de recursos, aquéllas que impliquen la facultad legal o administrativa de decidir o 

determinar su aplicación o destino. 

 

ARTICULO 10. Los servidores públicos de confianza quedan comprendidos en el presente 

ordenamiento en lo que hace a las medidas de protección al salario y los beneficios de la seguridad 

social que otorgue el Estado. Asimismo les será aplicable lo referente al sistema de 
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profesionalización a que se refiere el Capítulo II del Título Cuarto de esta Ley, con excepción de 

aquéllos cuyo nombramiento o ejercicio del cargo requiera de la intervención directa de la 

institución pública o del órgano de gobierno, sean auxiliares directos de éstos, les presten asistencia 

técnica o profesional como asesores, o tengan la facultad legal de representarlos o actuar en su 

nombre. 

Quienes ocupen cargos de elección popular no serán sujetos de esta ley. 

 
Por su parte el Bando Municipal del SUJETO OBLIGADO dispone: 
 

CAPÍTULO II 

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL 

 

Artículo 39. Para el despacho, estudio, planeación y verificación de resultados, así como para el 

ejercicio, responsabilidades y funciones ejecutivas del Ayuntamiento, el Presidente Municipal se 

auxiliará con las dependencias que integran la  Administración Pública Municipal. 

 

Artículo 40. La Administración Pública Municipal se divide en centralizada, descentralizada y 

autónoma. 

 

Artículo 41. 

I. La Administración Pública Municipal centralizada estará integrada por las siguientes 

Dependencias: 

1) Secretaría del Ayuntamiento; 

2) Tesorería Municipal; 

3) Contraloría Municipal; 

4) Las Direcciones de: 

a) Administración; 

b) Comunicación Municipal; 

c) Secretaría Técnica; 

d) Desarrollo Económico; 

e) Desarrollo Social y Vinculación Ciudadana; 

f) Desarrollo Urbano; 

g) Obras Públicas; 

h) Ecología; 
i) Gobierno; 

j) Jurídica; 

k) Seguridad Pública, Tránsito, Protección Civil y Bomberos; 

l) Servicios Públicos; 

m) Cultura, Deporte y Turismo; 

n) Secretaría Particular de Presidencia. 

5) Las Coordinaciones Municipales de: 

a) Oficialía Mediadora, Conciliadora y Calificadora; 

b) Instituto para la Protección de los Derechos de la Mujer; 

c) Unidad de Información; 

d) Coordinación de Atención Ciudadana; 

e) Coordinación de Participación Ciudadana. 

II. La Administración Pública Municipal descentralizada está constituida por: 

1) El Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia; 

2) Instituto de Cultura Física y Deporte. 
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III. Dependencia Autónoma 

1) Defensoría Municipal de Derechos Humanos 

  

 
De los preceptos citados, se desprenden para los efectos de la presente resolución los aspectos 
siguientes: 

 

 Que existen tres tipos de servidores públicos adscritos al Ayuntamiento, como son 

los de elección popular, los generales y de confianza. 
 

 Que los servidores públicos de elección popular, cuyo origen es de naturaleza 

democrática y electoral, como lo son el Presidente Municipal, los Síndicos y los 

Regidores, tienen previamente definida la temporalidad de la duración de su encargo 

por el cual fueron electos. 
 

 Que para el caso de los servidores públicos de elección popular, sin demérito de que 

es importante la preparación en el desarrollo de cualquier puesto público, bajo un 

esquema democrático, estos cargos no exigen una profesionalización formal. 

 

 Que en consecuencia de lo anterior, no es exigible que se acredite el nivel de estudios 

del Presidente Municipal, síndicos y ediles, ya que ni siquiera es obligatorio acreditarlo 
para ser candidato y para ejercer el cargo electivo. 

 

 Que asimismo, tampoco es obligación de esta clase de servidores públicos entregar 

documentos curriculares, ya que derivado de su origen electoral, jurídicamente ni en 

la Constitución General de la República, ni en la Constitución Política del Estado de 
México, ni tampoco en la Ley Orgánica Municipal del Estado de México o en el Código 

Electoral de la entidad, se observa la exigencia de quienes aspiran u ocupan el cargo de 

Presidente Municipal, regidor o síndico, que dentro de los requisitos se establezca la 

entrega de un currículo o de nivel de estudios para la postulación o para el ejercicio 

del cargo. 
 

 Que los servidores públicos de confianza, como el caso de los Directores, su cargo lo 

desempeñan a partir de un nombramiento por designación directa (o incluso, de ser el 

caso, mediante un esquema de servicio civil de carrera), por lo que resulta de suma 

importancia que el perfil del funcionario sea el idóneo para desempeñar el cargo. 
 

 Que en este caso de los servidores públicos de confianza y Directores, a diferencia de 

lo que acontece con otra clase de servidores públicos, entre cuyas obligaciones de 

ingreso se encuentra la entrega de la curricula, e incluso en determinados casos el de 

acompañar los documentos relativos al grado de estudios, documentos que forma 

parte del expediente laboral de los mismos. 
 

 Que  los Secretarios tienen como atribución asistir a las sesiones del ayuntamiento y 

levantar las actas correspondientes, emitir citatorios para la celebración de las 
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sesiones de cabildo, convocadas legalmente y dar cuenta en la primera sesión de cada 

mes, del número y contenido de los expedientes pasados a comisión, con mención de 

los que hayan sido resueltos y de los pendientes; 

 

 En este sentido los Secretario debe cumplir con cierto  perfil que permite la 

realización de su funciones por lo que la Ley Orgánica Municipal ha establecido niveles 

educativos mínimos como tener la educación secundaria o haber concluido el nivel 

medio superior o en su caso el haber concluido la Licenciatura;  esto en base al 

numero poblacional que exista en los Ayuntamientos.  

 

 Ahora bien lo mismo sucede en el caso de los tesoreros municipales ya que el mismo 

ordenamiento dispone que como requisitos esenciales para el desempeño de sus 

funciones  es necesario  que se tengan los conocimientos suficientes para poder 

desempeñar el cargo, a juicio del ayuntamiento; de preferencia ser profesionista de las 

áreas económicas o  contable administrativas, con experiencia mínima de un año  
 

 Por lo que se refiere a la contraloría que tiene encomendada funciones de carácter 

fiscalizador del gasto Municipal, también es asequible contar con un personal cuyo  

perfil permita el buen desempeño de sus funciones de modo que para ser contralor se 

requiere tener los conocimientos suficientes para poder desempeñar el cargo, a juicio 

del ayuntamiento; de preferencia ser profesionista de las áreas económicas o  contable 
administrativas, con experiencia mínima de un año.  

 

 En este sentido cabe indicar que como se advierte del marco normativo el Presidente 

Municipal como atribución proponer al Ayuntamiento  el nombramiento  del 

secretario, tesorero, titulares de las unidades administrativas y de los organismos 
auxiliares, en consecuencia se debieron haber cumplido los requisitos mínimos 

establecidos en la Ley Orgánica Municipal, ello con la finalidad de garantizar el buen 

desempeño de las funciones que les son encomendadas  a cada funcionario según su 

cargo. En ese orden de ideas  al aprobar el cabildo su nombramiento  es necesario que 

los integrantes del mismo conozcan su trayectoria  es decir su currículo. 
 

 Por lo que  el Régimen Administrativo Municipal  y que se refiere a las dependencias 

municipales como instancias del ayuntamiento para el debido  ejercicio de sus 

atribuciones y responsabilidades administrativas contiene y  denomina también a la 

secretaría del ayuntamiento y la tesorería municipal como dependencias inscritas en la 
ortodoxia de la operación municipal mexicana y cuya importancia y utilidad son 

reconocidas ampliamente.  Es por ello  que se prevé la facultad del presidente 

municipal para que previo acuerdo del ayuntamiento pueda crear, fusionar, modificar o 

suprimir las dependencias existentes, tomando en cuenta las necesidades y capacidad 

financiera de cada ayuntamiento. En cuyo caso debe considerar como requisitos 
básicos que garanticen el buen desempeño de sus funciones  mayor preparación para 

los secretarios de los ayuntamientos,  tesoreros  y contralor ya que se considera que 

la complejidad de la administración pública municipal, amerita que sus funcionarios, 

cuenten con la experiencia, capacitación y conocimiento que les faciliten el 
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cumplimiento de sus funciones, previéndose en consecuencia que los secretarios de 

los ayuntamientos cuenten con un cierto grado de estudios. 

 

 De la misma manera, se actualizan los requisitos para ser tesorero municipal, al 

establecerse que deben tener los conocimientos suficientes para poder desempeñar el 
cargo, a juicio del ayuntamiento; y de preferencia que se trate de profesionistas de las 

áreas económicas o contable administrativas, con experiencia mínima en estas 

materias, para que los tesoreros municipales, al tomar posesión de su cargo, cuenten 

con la información y documentación contable, indispensables para llevar a cabo sus 

funciones. 
 

 

 Que para el despacho, estudio, planeación y verificación de resultados, así como para el 

ejercicio, responsabilidades y funciones ejecutivas del Ayuntamiento, el Presidente 
Municipal se auxiliará con las dependencias que integran la  Administración Pública 

Municipal. 

 

 Que la Administración Pública Municipal centralizada estará integrada por 

dependencias entre las que se incluyen  a la  Contraloría Municipal, a la 

Dirección de  Desarrollo Económico y  a la Dirección de Desarrollo  Urbano. 
 

Efectivamente, como se puede desprender de la lectura de las disposiciones anteriores se aduce que el 
Ayuntamiento es el órgano máximo de gobierno de cada municipio y que el mismo se encuentra 
conformado por un Presidente Municipal, Regidores y Síndicos electos democráticamente a través de 

los procedimientos establecidos en términos de las leyes aplicables, así como por todos aquellos 
servidores públicos designados para ocupar cargos de Dirección y de Confianza. 

 
En este contexto, el ahora SUJETO OBLIGADO, en su carácter de autoridad municipal, no tiene 
dentro de sus atribuciones la de exigir al Presidente Municipal el de contar con documentos 

curriculares en sus archivos. 
 

Lo anterior, sin duda tiene una lógica democrática en cuanto a la legitimidad que se le da a 
determinados órganos públicos, como es el caso de los Ayuntamientos, en cuyo caso los servidores 
públicos antes referidos son electos popularmente, y detentan una representación social. La 
representación popular que ejercen dichos servidores públicos en las esferas del poder en este caso 
municipal es uno de los postulados característicos de todo régimen democrático. 
 
Dada su naturaleza representativa, constituye un mosaico de manifestaciones humanas, sociales, 
culturales y políticas. Así pues, en los cargos de elección popular del Ayuntamiento confluyen y se 

integran todos los sectores que conforman la sociedad: hombres y mujeres, adultos y jóvenes, 
profesionales y no profesionales, citadinos y campesinos, así como diferentes razas y credos religiosos. 
 
En efecto, la representación es un proceso por el cual una persona o grupo tiene la capacidad, 

formalmente establecida, para hablar y actuar en nombre de una cantidad mayor de personas o grupos, 
de modo que sus palabras y sus actos se consideran palabras y actos de aquellos a quienes sustituyen 
públicamente, los cuales se obligan a acatarlos como si fueran propios. 
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Es mediante las elecciones, entonces, que el pueblo soberano, los ciudadanos, autorizan a determinadas 
personas a legislar o a realizar otras tareas gubernamentales, constitucionalmente delimitadas, por un 
tiempo determinado. Es así que el pueblo delega en sus representantes electos la capacidad de tomar 
decisiones, en el entendido de que una vez transcurrido el lapso predeterminado, podrá evaluar y 
sancionar electoralmente el comportamiento político de los mismos. De esta forma, a pesar de la 
representación política y a través de ella, se asegura que sea la soberanía popular la fuente y el origen 
de la autoridad democráticamente legitimada.1  
 

En otras palabras, la representación popular implica una substitución de la voluntad, es un querer y 

obrar por otros, es una ficción legal y política, porque la voluntad la expresan unos cuantos cientos de 
personas2 (ya sea legisladores, gobernadores, presidentes municipales, regidores, síndicos). En tal 
sentido, la representación anterior se convierte así en “la voz del pueblo”, ya que en él se delibera o se 
debe deliberar sobre los grandes temas que afectan en este caso a la comunidad municipal. 
 

Siendo entonces la representación política el instrumento para ello, ya que el pueblo participará en las 
decisiones públicas y podrá encauzar y determinar el gobierno a través de sus representantes 

populares, siendo el Cabildo, en este caso, el órgano colegiado que por su naturaleza plural, se 
convierte, como ya se ha dicho, en el mosaico de manifestaciones humanas, sociales, culturales y 
políticas, ya que en él confluyen y se integran todos los sectores que conforman la sociedad, lo que lo 
convierte en un conglomerado social, y en el foro de voluntad general y de discusión municipal, bajo el 
ideario de que lo que atañe a todos tiene que ser decidido por todos, aunque sea de manera indirecta 
o intermedia: por los representantes populares; entre ellos los que conforman el Ayuntamiento. 
 
Así planteada esta circunstancia, EL SUJETO OBLIGADO no tendría la exigencia legal de generar o 
exigir el currículo del Presidente Municipal del Ayuntamiento y demás funcionarios de origen electoral, 
más allá de que cuente con él por otro tipo de razones distintas a las jurídicas. 
 

Caso contrario como en el que nos ocupa, sobre aquellos servidores públicos que son designados para 
ocupar cargos de Dirección y de Confianza dentro del ayuntamiento, de los mismos sí se genera un 

expediente conformado, entre otros documentos, por el correspondiente currículum que permita 
establecer su experiencia en el puesto a desempeñar. 

 
Por lo que una vez establecido que el la información solicitada es información que genera en el 
ejercicio de sus funciones ahora corresponde determinar si la información tiene el carácter de 

publica, bajo esta circunstancia cabe señalar que le Ley de la materia dispone  lo siguientes 

 
Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria de los párrafos décimo y décimo 

primero y décimo segundo del artículo 5 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de México, y tiene por objeto, transparentar el ejercicio de la función 

pública, tutelar y garantizar a toda persona, el ejercicio del derecho de acceso a la 

información pública, a sus datos personales, así como a la corrección y supresión de éstos y 

                                                 
1 Cfr. Salazar, Luis y Woldenberg, José, Principios y Valores de la Democracia, Instituto Federal Electoral, Cuadernos de 
Divulgación de la Cultura Democrática, 3ª edición, México, 1995, p. 25. 
2 Carpizo, Jorge, Op. cit., p. 154 
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proteger los datos personales que se encuentren en posesión de los sujetos obligados, y tiene como 

objetivos: 

I. Promover la transparencia de la gestión pública y la rendición de cuentas de los sujetos obligados 

hacia la sociedad, bajo el principio de máxima publicidad; 

II. Facilitar el acceso de los particulares a la información pública, a sus datos personales, 

a la corrección o supresión de éstos, mediante procedimientos sencillos y  expeditos, de manera 

oportuna y gratuita; 

III. Contribuir a la mejora de la gestión pública y a la toma de decisiones en las 

políticas gubernamentales, mediante mecanismos que alienten la participación 

ciudadana en el acceso a la información; 

IV. Promover una cultura de transparencia y acceso a la información; y  

V. Garantizar a través de un órgano autónomo: 

A) El acceso a la información pública; 

B) La protección de datos personales; 

C) El acceso, corrección y supresión de datos personales en posesión de los sujetos obligados; y 

D) El derecho a la intimidad y privacidad de los particulares, en relación con sus datos personales. 

Dicho órgano será responsable de promover y difundir estas garantías y resolver los procedimientos 

relacionados con éstas. 

 

Del precepto anterior sin duda alguna disponen la regla general  sobre  lo que debe considerarse 

como información pública  de  modo que  esta se ciñe sobre todo aquello que sea información en  

ejercicio de sus atribuciones  será considerado publico  siempre  que tenga por objeto  transparentar el 
ejercicio de la función pública, sirva para promover la transparencia de la gestión pública y la rendición de 

cuentas de los sujetos obligados hacia la sociedad, bajo el principio de máxima publicidad y contribuya a 

la mejora de la gestión pública y a la toma de decisiones en las políticas 

 

Bajo la misma lógica el artículo 3 de la Ley de la materia,  dispone que todo SUJETO 
OBLIGADO esta compelido a dar observancia  al derecho de acceso a la información, en cuyo 

caso implica los siguientes tres supuestos: 

 
 

I.- Que se trate de información registrada en cualquier soporte, que en ejercicio de sus 
atribuciones, sea generada por los sujetos obligados; 

 
II.- Que se trate de información registrada en cualquier soporte, que en ejercicio de sus 
atribuciones, se encuentre en posesión de los sujetos obligados, y 
 
III.- Que se trate de información registrada en cualquier soporte, que en ejercicio de sus 
atribuciones, sea administrada por los sujetos obligados. 

 
En efecto, el artículo 2 fracción XVI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de México y Municipios, en lo sucesivo la Ley de Transparencia, establece que “El Derecho de 
Acceso a la Información, es la facultad que tiene toda persona para acceder a la información pública, 
generada o en poder de los sujetos obligados conforme a esta ley” 

 
El artículo 3 del mismo ordenamiento jurídico, en su primera parte,  prescribe que “La información 
pública generada, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados en ejercicio de sus atribuciones, 
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será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima 

publicidad en la información…” 
 
En concordancia con lo anterior, la fracción V del artículo 2 de la Ley de Transparencia, define como 
Información Pública, a “la contenida en los documentos que los sujetos obligados generen en el 
ejercicio de sus atribuciones”. Por su parte, el inciso XV del mismo numeral, define como 
documentos a “Los expedientes, estudios, actas, resoluciones, oficios, acuerdos, circulares, 
contratos, convenios, estadísticas o bien cualquier registro en posesión de los sujetos obligados, 
sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en medios escritos, 

impresos, sonoros, visuales, electrónicos, informáticos u holográficos;” 

 
De los preceptos legales transcritos, y para efectos de la presente resolución, podemos afirmar, como 
ya se señaló, que el alcance del derecho de acceso a la información, se puede llegar a materializar en el 
derecho de acceso a toda documentación que en el ejercicio de sus atribuciones, sea generada, 
administrada o se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados. Por lo que en este contexto, el 

SUJETO OBLIGADO debe entregar la documentación que soporta la información respectiva. 
 

De los fundamentos y motivaciones expuestas, queda claro que el Derecho de Acceso a la 

Información pública, como derecho fundamental expresamente incorporado en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

México, al implicar el acceso a documentos (en latu sensu o interpretación amplia), es decir, de 
cualquier registro en posesión de toda autoridad, entidad u órgano y organismo públicos o 

denominados Sujetos Obligados en términos de la Ley de la materia, implica la puesta  a 

disposición de los soportes documentales como un principio general. Incluso si se toma en cuenta 

-como ya se expuso- de conformidad con la Ley dicho acceso es sin importar su fuente o 

fecha de elaboración,  lo que además conlleva al entendido de que la conservación del 
patrimonio documental en poder de los Sujetos Obligados es sobre documentos presentes y 

deberá ser también sobre los futuros, pero también dicha conservación debe hacerse sobre 

documentos pasados.   

 

En este contexto, para este pleno si el SUJETO OBLIGADO, tiene la facultad de generar la 
información solicitada por el hoy recurrente, por regla general en este sentido se trata de 

información pública que debe obrar en los archivos del citado sujeto obligado. Por lo que con 

fundamento en los artículos 11 y 41 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

del Estado de México y Municipios al ser información pública es que se debió entregar al hoy 
RECURRENTE, ya que como ha quedado asentado los SUJETOS OBLIGADOS, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 11 referido deben proporcionar la información que 

generen en el ejercicio de sus atribuciones; a la vez que están obligados a proporcionar la 

información que obre en sus archivos según lo prevé el citado artículo 41 citado, y en 

concatenación con el artículo 7 de la ley aludida el AYUNTAMIENTO es SUJETO OBLIGADO. 
Efectivamente los artículos referidos disponen lo siguiente:     

 
Artículo 11.- Los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información que generen 

en el ejercicio de sus atribuciones. 

 



 
 EXPEDIENTE: 0720/INFOEM/IP/RR/A/2010. 

RECURRENTE: [--------------------------] 

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE CUAUTITLAN 

PONENTE: COMISIONADO FEDERICO GUZMAN TAMAYO. 

 

 

 

36 

 

Artículo 41.- Los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que 

se les requiera y que obre en sus archivos. No estarán obligados a procesarla, 

resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones. 

 

Artículo 7.- Son sujetos obligados: 

I. a III. … 

IV. Los Ayuntamientos y las dependencias y entidades de la administración pública 

municipal; 

… 

Los sujetos obligados deberán hacer pública toda aquella información relativa a los montos y las 

personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los informes que 

dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos. 

Los servidores públicos deberán transparentar sus acciones así como garantizar y respetar el 

derecho a la información pública. 

 
Por lo anterior esta Ponencia estima que en efecto es información generada por el SUJETO 
OBLIGADO con respecto  a la información curricular de los Directivos o encargados de las 

siguientes dependencias: Dirección de Desarrollo Urbano, Contraloría, Dirección de Desarrollo 

Económico. Cabe señalar que el solicitante al haber solicitado documento soporte  lo que desea 

es conocer la comprobación y veracidad de  conocer el perfil de los Directivos  encargado de la 

Dirección de Desarrollo Urbano, Contraloría, Dirección de Desarrollo Económico, por tanto 
ante que EL SUJETO OBLIGADO genera el documento que soporta la información requerida. 

 

 

SEPTIMO.- Acotado lo anterior, en este considerando se analizara el inciso b) del 

Considerando Sexto, que se refiere a realizar un análisis de  respuesta emitida  a través del 

Informe Justificado por el SUJETO OBLIGADO al ahora RECURRENTE así como la 

remitida Vía Correo Institucional , para determinar si efectivamente es información pública 
que deba ser entregada o no.  

 

En este sentido es pertinente recordar que lo solicitado se circunscribió a dos aspectos: 

 

Conocer el  currículum de: 
1) Director de Desarrollo Económico 

2) Director de Desarrollo Urbano  

3) Contralor 

 
Por lo que resulta oportuno manifestar que de  la contestación emitida por el SUJETO 

OBLIGADO a través del informe Justificado se manifiesta que en atención a  lo dispuesto al 

artículo 3,12 fracción II, 18, 20 fracción VII, 25,25 bis, 40 y 41 de la ley de transparencia y acceso a 

la información pública del Estado de México y municipios informa que lo antes solicitado se 

considera información clasificada dentro de la confidencial por lo cual no se puede dar curso a 
su petición.  

 

Siendo  que con posterioridad en alcance se remitió un Acuerdo de Comité constante de dos 

fojas de las que se permite  vislumbrar que el SUJETO OBLIGADO clasifica la información 
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tanto por ser de carácter confidencial, así como por ser de carácter Reservado  con fundamento 

en el Artículo 20 fracción VII. 

 

Luego entonces se observa  que se manifiesta la negativa a proporcionar la información tanto por 
ser de carácter Reservado, como por ser de carácter CONFIDENCIAL,  ya que cabe destacar 

manifiesta como fundamento el artículo 20 fracción  VII,  así como el artículo  25 y 25 Bis,  por lo 

que con el  fin de ser más exhaustivo, claro  y comprensible para el SUJETO OBLIGADO,  

dicho análisis se realizara en tres grandes apartados: 

 
1) Análisis de la información por considerarla de carácter Reservada en términos  

del artículo 20 fracción VII. 

 

2) Análisis de la clasificación por considerarla de carácter confidencial en 

términos del artículo 25 y 25 BIS de la Ley. 
 

3) Análisis de la invocación de los artículos 40 y 41 de la ley de transparencia y 

acceso a la información pública del Estado de México y municipios 

 
Acotado lo anterior  cabe entrar al estudio del 1) Análisis de la información por 

considerarla de carácter Reservada en términos  del artículo 20 fracción VII. 

 

Por lo que  este Pleno estima necesario señalar que la transparencia y el acceso a la información 

pública en nuestro país, ha contribuido a la apertura del Estado, al conocimiento público de los 
asuntos importantes para la Nación, ha puesto en manos de los ciudadanos una gran cantidad y 

variedad de datos, cifras y documentos para la toma de sus propias decisiones y ha ayudado a 

remover inercias gubernamentales indeseables como la opacidad.  

 
De igual manera, la transparencia y el acceso a la información, se ha constituido en una poderosa 

palanca para la democratización del Estado, y su ejemplo ha impactado en otras áreas, 

instituciones y órdenes de gobierno en todo el país, difundiendo una nueva cultura acerca de "lo 

público" entre los ciudadanos y los funcionarios y, como nunca antes, las instituciones difunden, 

publican y hacen accesible una gran cantidad de información relevante sobre sus actividades. A 
partir de expedición de Leyes de Transparencia como la de esta entidad federativa, se han 

establecido condiciones que mejoran el derecho de los mexicanos de acceder a documentos que 

testimonian la acción gubernamental y el uso de los recursos públicos. 

 
Que las reformas a la Constitución Federal y la Constitución de esta entidad federativa, así como 

las legales correspondientes en materia de transparencia y acceso a la información pública, tienen 

como finalidad, el reconocer que el derecho de acceso a la información se inscribe plenamente en 

la agenda democrática de nuestro país, y se registra como un derecho fundamental, al menos por 

dos razones: porque protege un bien jurídico valioso en sí mismo (que los ciudadanos puedan 
saber y acceder a información relevante para sus vidas) y porque sobre él se erige la viabilidad de 

un sistema democrático, porque cumple una función vital para la república, que los ciudadanos 

conozcan el quehacer, las decisiones y los recursos que erogan sus autoridades elegidas mediante 

el voto.  
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Al respecto, la Ley de Transparencia antes invocada esta diseñada de tal manera, que prevé 

principios, procedimientos, autoridades y sanciones cuyo fin es transparentar la gestión y el uso 

de recursos públicos, así como en el caso que nos ocupa, prevé mecanismos para brindar certeza 
respecto de las hipótesis de procedencia, o bien, dispone los casos en que puede ser restringido 

el derecho de acceso a la información pública, estableciendo que será cuando se trate de 

información clasificada como reservada o confidencial. 

 

En efecto, el derecho de acceso a la información que se encuentra consagrado en  el artículo 6 de 
la Constitución Federal y en el artículo 5 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de México, así como en la Ley de Transparencia invocada, no es absoluto, sino que, como toda 

garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la 

protección del interés de la sociedad y de los derechos de los gobernados, limitaciones que 

buscan velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, ya que el 
mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su 

ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en esa atención es que la 

restricción excepcional son la "reserva de información" o la ―información confidencial‖, está 

última bajo el espíritu de proteger el derecho a la privacidad de las personas.  
 

Efectivamente, el artículo 6 de la Constitución Federal ha reconocido de manera expresa el 

derecho de acceso a la información pública, y que toda la información pública en posesión de los 

órganos del Estado Mexicano es pública; y que si bien se admiten algunas excepciones al derecho 

de acceso a la información pública gubernamental, esto siempre y cuando existan razones de 
interés público que fijen las leyes, pero siempre prevaleciendo en la interpretación de este 

derecho el principio de máxima publicidad.  En este contexto, resulta de suma relevancia traer a 

esta resolución algunas de las razones o motivaciones expuestas a este respecto por el 

Constituyente Permanente del orden federal, en la reciente reforma al artículo 6:  

 
“...Como se detalla adelante, las tres primeras fracciones contienen los principios fundamentales que dan 

contenido básico al derecho…1) Fracción primera. Contiene el principio básico que anima la reforma, toda la 

información en posesión de los órganos del estado mexicano es pública. Se rompe así, radicalmente, con las concepciones 

patrimonialistas o cerradas de la información, y se confirma un principio democrático básico, que consiste en que todo 

acto de gobierno debe estar sujeto al escrutinio público…” 

 

“El término posesión, al que se refiere la fracción primera del dictamen, parte del hecho de que toda la 

información que detente un servidor público, ya sea por que generó el mismo o porque recibió de otra 

institución, organización o particular, debe considerarse como información pública y por lo mismo debe 

estar a disposición de todas las personas, salvo la que se encuentre en alguno de los casos de excepción 

que se determinen por causa de interés público o la relativa a datos personales. 

 

Ahora bien, como todo derecho fundamental, su ejercicio no es absoluto y admite algunas excepciones. En 

efecto, existen circunstancias en que la divulgación de la información puede afectar un interés público valioso para la 

comunidad. Por ello, obliga a una ponderación conforme a la cual si la divulgación de cierta información 

puede poner en riesgo de manera indubitable e inmediata un interés público jurídicamente protegido, la 

información puede reservarse de manera temporal. Este es, por ejemplo, el caso de la seguridad nacional, la 

seguridad pública, las relaciones internacionales, la economía nacional, la vida, salud o seguridad de las personas y los 

actos relacionados con la aplicación de las leyes. 
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Sin embargo, estas excepciones, como tales, deben ser interpretadas de manera restringida y limitadas, es 

decir su aplicación debe limitarse a lo estrictamente necesario para la protección de un interés público 

preponderante y claro. Por ello, tienen una naturaleza temporal y bien circunscrita que deberá establecer con 

precisión la ley secundaria. Adicionalmente, el único órgano con capacidad y legitimado para establecer esas limitaciones 

es el Poder Legislativo. En este sentido, la iniciativa establece una reserva de ley que impide que órganos distintos al 

legislativo puedan ampliar el catálogo de excepciones. 

 

Finalmente, la fracción primera establece un principio de interpretación en el sentido que deberá 

prevalecer el principio de máxima publicidad. Es un precepto que se deriva lógicamente del principio de 

publicidad de la información gubernamental. Por eso, las excepciones deben ser aplicadas en forma restrictiva 

y limitada, sólo cuando existan los elementos que justifiquen plenamente su aplicación. En la práctica 

pueden suscitarse dudas legítimas sobre el alcance de las excepciones. Por ello, el principio de máxima publicidad 

orienta la forma de interpretar y aplicar la norma, sea en el ámbito administrativo o jurisdiccional, para 

en caso de duda razonable, optar por la publicidad de la información. En ese sentido, la interpretación del 

principio establecido en la fracción I de la iniciativa que se dictamina implicará que los sujetos obligados, en el 

caso de duda entre la publicidad o reserva de la información, deberán favorecer inequívocamente la 

publicidad de la misma…” 

 
Al respecto, la Ley de Transparencia antes invocada esta diseñada de tal manera, que prevé 

principios, procedimientos, autoridades y sanciones cuyo fin es transparentar la gestión y el uso 

de recursos públicos, así como en el caso que nos ocupa, prevé mecanismos para brindar certeza 

respecto de las hipótesis de procedencia, o bien, dispone los casos en que puede ser restringido 
el derecho de acceso a la información pública, estableciendo que será cuando se trate de 

información clasificada como reservada o confidencial. 

 

De ahí, que en el artículo 19 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de México y Municipios se disponga lo siguiente:  
 

Artículo 19.- El derecho de acceso a la información pública sólo será restringido cuando se 

trate de información clasificada como reservada o confidencial. 

 
Del marco jurídico, se puede afirmar que en materia de acceso a la información en poder de los 

órganos públicos, existen dos excepciones a dicho derecho constitucional:  

 

1º) Que la información por razones de interés público3, debe determinarse reservada de 
manera temporal, y  

 

2º) Que  la información que se refiere a la vida privada y los datos personales, cuyo acceso 

debe negarse sin establecer una temporalidad para ello.  
 

Por otro lado  ante el hecho de que el documento fuente  curricular  de los servidores públicos 

que  obran en los archivos de EL SUJETO OBLIGADO estima que dicho dato es información 

                                                 

3 Sobre las causas de interés público, el dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la Función Pública, expedido 

con motivo de las reformas al artículo 6° de la Constitución General, establece en la parte conducente que “…Este es, por ejemplo, el 

caso de la seguridad nacional, la seguridad pública, las relaciones internacionales, la economía nacional, la vida, salud o seguridad de 

las personas y los actos relacionados con la aplicación de las leyes”. 
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clasificada por encuadrar dentro de la causa de reserva prevista en la fracción VII del artículo 20 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, 

en razón de que  el daño que se  pueda producir con la publicación de la información es mayor 

que el interés público de conocer la información de referencia 
 

Sin embargo, es necesario afirmar que para que opere las restricciones –repetimos 

excepcionales- de acceso a la información en poder de los SUJETOS OBLIGADOS se exige 

actualizar los supuestos normativos aplicables a cada caso. Así, por ejemplo para el caso de la 

―reserva de la información‖ se requiere dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 21, 22 y 30 
de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, lo 

que implica por un lado el acuerdo del Comité de Información que clasifique la información, pero 

además debe cumplir con los siguientes elementos: 

 

I.- Un razonamiento lógico que demuestre que la información encuadra en alguna de las 
hipótesis de excepción previstas en la Ley (debida fundamentación y motivación); 

 

II.- Que la liberación de la información de referencia pueda amenazar efectivamente el 

interés protegido por la Ley; (existencia de intereses jurídicos) 
 

III.- La existencia de elementos objetivos que permitan determinar si la difusión de la información 

causaría un daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos tutelados en los 

supuestos de excepción previstos en la Ley (elementos de la prueba del daño). 

 
En el entendido que dichos extremos legales tienen el siguiente alcance:  Por daño presente: se 

entiende que de publicarse la información, a la fecha en que se realiza el análisis correspondiente, 

se generará la afectación respectiva a cualquiera de los procedimientos en tramite de la  valores o 

bienes jurídicos tutelados en los casos de excepción previstos en los artículos 20 y 24 de la Ley; 
por daño probable: obedece que la difusión de la información contenida en la misma podría 

causar un perjuicio mayor al interés público de conocer la información;  por daño específico: se 

refiere a que inmediatamente después de la publicación de la información es inminente la 

materialización o afectación a los intereses jurídicos tutelados en los supuestos de excepción. 

 
De acuerdo a lo anterior, no sólo se trata de invocar preceptos legales y repetir las hipótesis 

jurídicas, sino que se trata de desarrollar con elementos objetivos que en caso de publicarse la 

información se causaría un daño a los intereses jurídicos protegidos por los ordenamientos 

jurídicos, daño que no puede ser un supuesto o posibilidad, sino que debe ser objetivo y 
específico; es decir, a quién se le generará el daño, en qué consiste el daño que se pueda generar, 

así como el tiempo por el cual se considera que existe el riesgo de que de darse a conocer la 

información se causaría el daño (tiempo de reserva). 

 
Es así, y con el fin de dejar claro la motivación anterior y la debida fundamentación es que cabe 

reproducir los artículos antes referidos que a la letra ordenan: 
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Artículo 21.- El acuerdo que clasifique la información como reservada deberá contener los 

siguientes elementos:  

I. Un razonamiento lógico que demuestre que la información encuadra en alguna de las 

hipótesis de excepción previstas en la Ley;  

II. Que la liberación de la información de referencia pueda amenazar efectivamente el interés 

protegido por la Ley;  

III. La existencia de elementos objetivos que permitan determinar si la difusión de la 

información causaría un daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos 

tutelados en los supuestos de excepción previstos en la Ley.  

 
Artículo 22.- La información clasificada como reservada, podrá permanecer con tal carácter hasta por un 

periodo de 9 años, contados a partir de su clasificación, salvo que antes del 19 cumplimiento del periodo de 

restricción, dejaran de existir los motivos de su reserva 

 

Artículo 30.- Los Comités de Información tendrán las siguientes funciones: 

I a II. … 

III. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información; 

IV. a VIII. … 

 
En razón de los anteriores preceptos legales es de mencionar que la naturaleza de la información 

de reserva atiende a tres puntos importantes y se refieren -el primero de ellos- a que exista un 
razonamiento lógico jurídico que demuestre que aplica uno de los supuestos jurídicos 

contemplados en el artículo 20, -el segundo- atiende a que la publicidad de la información 

amenace el interés protegido por la Ley, y –tercero-  la existencia de elementos objetivos que 

permitan determinar que se causara un daño presente, probable y especifico a los intereses 

jurídicos protegidos por la Ley.  
 

 

Por lo que este instituto considera importante señalar  - primariamente - que este instituto 

considera que si bien el acuerdo de comité  estableció como argumentos que se antepone un 

interés superior de restricción sobre el acceso a la información  para su clasificación no está 

motivado desde la perspectiva de este Pleno en razón de que se considera que la hipótesis 
normativa de acuerdo a los argumentos esgrimidos por el SUJETO OBLIGADO  le resulta 

aplicable la fracción VII alegada, porque lo que cabe decir que  a juicio de este Pleno  que de la 

lectura lisa y llana que este Instituto realizo a dicho Acuerdo de Comité no se desprende  un 

razonamiento lógico jurídico que demuestre que la información solicitada amenaza un interés 
protegido por la Ley  así como nos e expresa la prueba de daño exigida por la ley en la que se 

señalen los objetivos que permitan determinar que se causara un daño presente, probable y 

especifico, siendo a demás determinante considerar la temporalidad de la Reserva  

 
Como se puede observar de los argumentos esgrimidos por el SUJETO OBLIGADO existe una 
falta de motivación  toda vez que en el acto sí se citan preceptos legales, pero éstos  no se justifican  al 

caso particular. Sobre la falta de  fundamentación la Suprema Corte ha determinado cuando debe 
considerarse una falta  fundamentación, en la que se señala lo siguiente:  
 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES 

INDEBIDA. 

 



 
 EXPEDIENTE: 0720/INFOEM/IP/RR/A/2010. 

RECURRENTE: [--------------------------] 

SUJETO OBLIGADO: AYUNTAMIENTO DE CUAUTITLAN 

PONENTE: COMISIONADO FEDERICO GUZMAN TAMAYO. 

 

 

 

42 

 

Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero 

se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las 

circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; 

mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no 

son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero 

no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos 

invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

I.6o.C.82 K  

Amparo directo 6706/2005. Provivienda 2000, A.C. 13 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: 

Gustavo R. Parrao Rodríguez. Secretario: Abraham Mejía Arroyo. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Epoca. Tomo XXIII, Febrero de 2006. Pág. 1818. Tesis Aislada. 

 
Así también la siguiente tesis determina lo siguiente: 

 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, FALTA O INDEBIDA. EN CUANTO SON DISTINTAS, 

UNAS GENERAN NULIDAD LISA Y LLANA Y OTRAS PARA EFECTOS. La Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha establecido de manera reiterada que entre las garantías de legalidad y 

seguridad jurídica previstas en el artículo 16 constitucional, se encuentra la relativa a que 

nadie puede ser molestado en su persona, posesiones o documentos, sino a virtud de 

mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del 

procedimiento, y dicha obligación se satisface cuando se expresan las normas legales 

aplicables y las razones que  hacen que el caso particular encuadre en la hipótesis de la norma 

legal aplicada. Ahora bien, el incumplimiento a lo ordenado por el precepto constitucional anterior se puede 

dar de dos formas, a saber: que en el acto de autoridad exista una indebida fundamentación y motivación, o 

bien, que se dé una falta de fundamentación y motivación del acto. La indebida fundamentación implica que 

en el acto sí se citan preceptos legales, pero éstos son inaplicables al caso particular; por su parte, la indebida 

motivación consiste en que en el acto de autoridad sí se dan motivos pero éstos no se ajustan a los 

presupuestos de la norma legal citada como fundamento aplicable al asunto. En este orden de ideas, al 

actualizarse la hipótesis de indebida fundamentación y motivación del acto reclamado, tal circunstancia se 

ubica en el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación y, por tanto, 

la nulidad debe ser lisa y llana, pues lo contrario permitiría a la autoridad demandada que tuviera dos o más 

posibilidades de fundar y motivar su acto mejorando su resolución, lo cual es contrario a lo dispuesto en la 

fracción II del artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, lo que implica una violación a las garantías de 

legalidad y seguridad jurídica consagradas en los artículos 14 y 16 constitucionales. En cambio, la falta de 

fundamentación consiste en la omisión de citar en el acto de molestia o de privación el o los 

preceptos legales que lo justifiquen; esta omisión debe ser total, consistente en la carencia de 

cita de normas jurídicas; por su parte, la falta de motivación consiste en la carencia total de 

expresión de razonamientos. Ahora bien, cuando se actualiza la hipótesis de falta de 

fundamentación y motivación del acto reclamado, tal circunstancia se ubica en el supuesto 

previsto en la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación y, por tanto, la 

nulidad debe ser para efectos, en términos de lo dispuesto en el párrafo final del numeral 239 

del propio código. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.  

I.6o.A.33 A  

Amparo directo 1684/2001. Mundo Maya Operadora, S.A. de C.V. 16 de octubre de 2001. Unanimidad de 

votos. Ponente: Emma Margarita Guerrero Osio. Secretaria: Patricia Maya Padilla.  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Epoca. Tomo XV, Marzo de 2002. Pág. 1350. Tesis Aislada. 

 
No obstante la falta de motivación por parte del SUJETO OBLIGADO, este Instituto considera 

oportuno, por un criterio de exhaustividad entrar al análisis de los fundamentos esgrimidos 

para la clasificación,  en la contenida en la fracción VII del artículo 20 de la Ley de la materia.  
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Acotado esto, es importante contextualizar lo que establece el los Criterios para la Clasificación 

de la Información  de la Dependencias, Organismos Auxiliares y Fideicomisos Públicos de 
la Administración Pública del estado de México, en cuyo caso se  dispone lo siguiente: 
 

VIGESIMO SEXTO. Para efectos de la fracción VII del artículo 20 de la Ley, la 

información que se considere actualiza el supuesto jurídico de la reserva deberá implicar, en 

su divulgación, daños en base a elementos objetivos y que el mismo presente, probable y 

especifico. 

 

Como es posible observar, el artículo 20 fracción VII,  de la Ley de la Materia tutela o protege 
la información cuando la difusión de la información pueda  producir con la publicación de la 

información un daño mayor  al interés público de conocer la información de referencia. 

 

Sin embargo, este Pleno  no comparte la posición de que dar a conocer esta información o al 

hacerse pública, ello se convierta en información altamente delicado que de modo fáctico 
produzca un daño mayor al interés social de dar a conocer la información. 

  

Ya que para este Pleno la información referente a datos sobre los cargos públicos ocupados 

dentro de una Institución gubernamental, e incluso de la trayectoria laboral de un funcionario es 

de acceso público, ante el interés general y el hecho evidente de que la ciudadanía tiene el 
derecho de saber cuál es la experiencia que ha venido adquiriendo la persona responsable de 

realizar las funciones públicas. Por lo que es opinión compartida que tales datos laborales de un 

servidor público es información pública, que en efecto, la sociedad requiere conocer cuál es la 

experiencia, escalafón, y aptitudes que tiene determinado servidor público, para llevar a cabo 
funciones que implican el manejo, uso y destino de recursos públicos, o  bien para tomar 

decisiones en los diversos tópicos que involucran las funciones y servicios públicos. 

 

 Cabe señalara que para el acceso a curriculum vitae de servidores públicos, en el que se ha 

expuesto que es un documento que contiene la historia de vida de una persona, en donde se 
destaca su desarrollo profesional, además de datos relacionados con su vida privada, de 

conformidad con ello, este Instituto se ha pronunciado en múltiples ocasiones de que el curriculum 

de un servidor público es un documento de naturaleza pública y sólo los datos relativos a la vida 

privada de la persona son clasificados por dato personal, pero en todo caso bajo un principio de 
máxima publicidad se da acceso al mismo en su versión pública. 

 

Efectivamente, un currículum es el documento en el que se consigna la historia laboral y personal 

de una persona determinada, pues en él se hace referencia a su nombre, domicilio, números 

telefónicos, correo electrónico, fecha de nacimiento, escolaridad, experiencia laboral, cargos que 
ha ocupado entre otros datos. De tal forma que, si bien es cierto el currículum vitae al contener 

datos personales podría ser considerado como información de carácter clasificada (por 

confidencial); también lo es que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de México y Municipios prevé la publicidad obligatoria de ciertos datos relativos a los 
servidores públicos, en razón del cargo público que ocupan. 

 

Bajo este contexto argumentativo, y previo al análisis de fondo de los argumentos esgrimidos por 

“EL SUJETO OBLIGADO” para clasificar la información, es importante como ya se dijo 
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hacerse notar la falta de motivación de  donde se deduce  que se clasifica por  ―reservada‖ la 

información sobre los currículos de sus servidores públicos,  por lo que no se expuso ni acredito 

los elementos de la prueba del daño presente, probable y específico, así como el tiempo de 

reserva,  requisitos que se encuentran establecidos en los artículos 21 y 22 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

 

En esta tesitura, resulta oportuno como refuerzo de que el Derecho de Acceso a la Información 

Pública, el criterio del Poder Judicial de la Federación, en cuanto a los principios que rigen 

dicho derecho fundamental, y entre los que se incluye que deberá estar sujeto a un sistema 
restringido de excepciones, las que sólo se aplicarán cuando exista el riesgo de daño sustancial a 

los intereses protegidos y cuando ese daño sea mayor que el interés público en general de tener 

acceso a la información; mientras que del análisis sistemático de los artículos 2, 6, 7, 13, 14 y 18 de 

la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se desprenden 

los siguientes: 1. La información de los Poderes de la Unión, órganos constitucionales autónomos, 
tribunales administrativos federales y cualquier otro órgano federal es pública y debe ser accesible 

para la sociedad, salvo que en los términos de la propia ley se demuestre en forma clara y 

debidamente sustentada que amerita clasificarse como reservada o confidencial, y cuyo criterio es 

en los siguiente términos: 
 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. PRINCIPIOS 

FUNDAMENTALES QUE RIGEN ESE DERECHO.* De la declaración conjunta adoptada el 6 de 

diciembre de 2004 por el relator especial de las Naciones Unidas para la libertad de opinión y expresión, el 

representante de la Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa para la Libertad de los Medios de 

Comunicación y el relator especial de la Organización de los Estados Americanos para la libertad de expresión, 

aplicable a la materia en virtud de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, se advierten como principios básicos que rigen el acceso a la información los 

siguientes: 1. El derecho de acceso a ésta es un derecho humano fundamental; 2. El proceso para acceder a la 

información pública deberá ser simple, rápido y gratuito o de bajo costo; y, 3. Deberá estar sujeto a un 

sistema restringido de excepciones, las que sólo se aplicarán cuando exista el riesgo de daño 

sustancial a los intereses protegidos y cuando ese daño sea mayor que el interés público en 

general de tener acceso a la información; mientras que del análisis sistemático de los artículos 2, 

6, 7, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, se desprenden los siguientes: 1. La información de los Poderes de la Unión, 

órganos constitucionales autónomos, tribunales administrativos federales y cualquier otro 

órgano federal es pública y debe ser accesible para la sociedad, salvo que en los términos de la 

propia ley se demuestre en forma clara y debidamente sustentada que amerita clasificarse como 

reservada o confidencial y 2. Que el derecho de acceso a la información es universal. 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo en revisión 133/2007. 
Aeropuerto de Guadalajara, S.A. de C.V. 31 de mayo de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. 

Secretaria: Miriam Corte Gómez. 

*Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 
3345, Tesis: I.8o.A.131 A, IUS: 170998. 

 
Efectivamente, para este Órgano Colegiado las consideraciones expuestas por “EL SUJETO 

OBLIGADO” no se encuentran debidamente justificadas ni fundadas. En consecuencia y toda vez 

que el SUJETO OBLIGADO no acreditó el daño presente, probable y específico que se 

causaría con la difusión de la información reservada, resulta procedente revocar la clasificación de 

dicha información, ya que no se ubica en la hipótesis normativa establecida en el artículo 20, 
fracción VII de la Ley de Transparencia invocada de esta entidad federativa. 
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Por tanto, la información solicitada por el hoy RECURRENTE es información de acceso público, 

y por lo tanto la clasificación para no entregar  el  currículo  de los servidores públicos  del 

SUJETO OBLIGADO resulta infundada, y por lo tanto para este Pleno procede la  

Revocación  de la reserva. 
 

OCTAVO.- Ahora bien por lo que se refiere a que clasifica la información respecto que 

contiene información de carácter confidencial toda vez que en su respuesta y en su Informe 
Justificado señala lo siguiente:  
 

 Que  se considera información de carácter confidencial  en términos del  artículo 25 y 25 

Bis. 

 

En esta tesitura, resulta importante recordar lo que ya se puntualizo con antelación en cuanto a 
que la Ley de la materia, prevé dos excepciones al ejercicio del derecho de acceso a la 

información, y que se refiere a que la información sea clasificada como reservada o 

confidencial. 

 
Ahora bien, respecto a la clasificación que hace el Sujeto Obligado de que se trata de información 

―Confidencial‖,  se deduce que el alegato hecho valer por el Sujeto Obligado es porque se ―trata 

de datos personales‖. Por lo que en este sentido se debe concentrar el análisis de la clasificación 

alegado, a fin de determinar si en efecto dichos datos tienen el carácter o no de ser confidencial. 
 

En esta tesitura, sobre la información confidencial, el artículo 25 de la Ley de Transparencia 

invocada, prevé las siguientes hipótesis jurídicas para su procedencia: 

 
Artículo 25.- Para los efectos de esta Ley, se considera información confidencial, la clasificada como tal, de 

manera permanente, por su naturaleza, cuando:  

I. Contenga datos personales;  

II. Así lo consideren las disposiciones legales; y  

III. Se entregue a los Sujetos Obligados bajo promesa de secrecía  

No se considerará confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de 

acceso público, ni tampoco la que sea considerada por la presente Ley como información pública.  

 

A mayor abundamiento  la Ley de Transparencia invocada determina lo siguiente sobre los datos 
personales. 

 
Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

   … 

II. Datos Personales: La información concerniente a una persona física, identificada o 

identificable; 

         III. a XVI.  … 

 

Artículo 25.- Para los efectos de esta Ley, se considera información confidencial, la clasificada como tal, de 

manera permanente, por su naturaleza, cuando:  

I. Contenga datos personales; 

II. Así lo consideren las disposiciones legales; y   

III. Se entregue a los Sujetos Obligados bajo promesa de secrecía. 

No se considera confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de acceso 

público, ni tampoco la que sea considerada por la presente Ley como información pública.  
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Artículo 25 Bis.- Los sujetos obligados son responsables de los datos personales y, en relación con estos, 

deben: 

I. Adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y evite su alteración, 

pérdida, transmisión y acceso no autorizado; y 18  

II. Capacitar a los servidores públicos en relación a la protección de los datos personales. 

 

Artículo 27.- Los archivos con datos personales deberán ser actualizados de manera permanente y ser 

utilizados exclusivamente para los fines para los que fueron creados. La finalidad de un archivo y su utilización 

en función de ésta, deberá especificarse y justificarse. Su creación deberá ser objeto de una medida de 

publicidad o que permita el conocimiento de la persona interesada, a fin de que ésta ulteriormente pueda 

asegurarse de que:  

I. Los datos personales reunidos y registrados son pertinentes a la finalidad;  

II. Ninguno de esos datos personales es utilizado o revelado sin su consentimiento, con un propósito 

incompatible con el que se haya especificado; y 

III. El período de conservación de los datos personales no excede del necesario para alcanzar la finalidad con 

que se han registrado. 

 
En concordancia con lo anterior,  y tomando en cuenta que el Transitorio Séptimo de la LEY, 

establece que las disposiciones reglamentarias vigentes en la materia se aplicarán en tanto no se 

opongan a la Ley, es que resultan aplicables los Criterios para la clasificación de la 
información pública de las dependencias, organismos auxiliares y fideicomisos 

públicos de la Administración Pública del Estado de México que disponen lo siguiente: 

 
Trigésimo.- Será confidencial la información que contenga datos personales de una persona física 

identificada relativos a: 

 Origen étnico o racial; 

 Características físicas; 

 Características morales; 

 Características emocionales; 

 Vida afectiva; 

 Vida familiar; 

 Domicilio particular; 

 Número telefónico particular; 

 Patrimonio; 

 Ideología; 

 Opinión política; 

 Creencia o convicción religiosa; 

 Creencia o convicción filosófica; 

 Estado de salud físico; 

 Estado de salud mental 

 Preferencia sexual; 

 El nombre en aquellos casos en que se pueda identificar a la persona identificable relacionándola 

con alguno de los elementos señalados en las fracciones anteriores. Se entiende para efecto de los 

servidores públicos del Estado de México, que éstos ya se encuentran identificados al cumplir los 

sujetos obligados con las obligaciones establecidas en la fracción II del Artículo 12 de la Ley y; 

 Otras análogas que afecten su intimidad, como la información genética. 

 

Trigésimo Primero.- Los datos personales serán confidenciales independientemente de que hayan sido 

obtenidos directamente de su titular o por cualquier otro medio. 
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De los preceptos invocados, se deduce que en efecto, toda la información relativa a una persona 

física que la pueda hacer identificada o identificable, constituye un dato personal y por consiguiente 

como regla general se trata de información confidencial, que debe ser protegida por los Sujetos 

Obligados. Sin embargo, como lo ha señalado en reiteradas ocasiones el Pleno del Instituto no 
debe dejarse de lado que la protección no es absoluta en todos los casos por igual, que puede 

haber datos cuyo acceso puede ser público por cuestiones o razones de interés público que lo 

justifiquen. 

 

Asimismo, por datos de carácter personal debemos entender ―toda información numérica, 
alfabética, gráfica, fotográfica, genética, acústica o de cualquier otro tipo, susceptible de recogida, 

registro, tratamiento o transmisión concerniente a una persona física identificada o identificable‖, 

como lo son entre otros, la imagen, el nombre, el origen  étnico-racial, características físicas, 

domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología, opiniones políticas, afiliación gremial, 

creencias científicas, religiosas o filosóficas, preferencias sexuales, estado de salud físico o mental, 
etc. 

 

Ahora bien, y estimando lo manifestado por el Sujeto Obligado, es que este Pleno no quiere dejar 

de señalar su convicción, respecto de que la protección del ámbito privado es el sistema de 
derechos individuales en que se funda nuestro orden jurídico, tales como las libertades de 

conciencia, expresión, tránsito y trabajo, la libertad de asociación, los derechos de propiedad, la 

inviolabilidad del domicilio y la correspondencia, la privacidad, y  también de manera específica la 

protección de los datos personales. 

 
Que el ámbito de la privacidad -en la que también encuentra su fundamento la protección de datos 

personales-, no tiene más fin que el de otorgar al ser humano un espacio mínimo en el que logre 

desarrollarse como persona. 

 
Que el ámbito de la privacidad es la consecuencia de la individualidad, de la autonomía y de la 

libertad que se admiten como propias de todo ser humano.  Y que por ello, todo Estado 

Democrático en su orden jurídico reconoce y establece la separación de un espacio privado, donde 

ni la autoridad ni un particular pueden intervenir.  

 
En efecto, la Ley Suprema de la Unión, establece el derecho a la protección de la vida privada y de la 

honra y reputación de las personas. Que la protección de la privacidad y de los datos personales 

constituye una garantía individual, derecho humano internacionalmente reconocido, es de la mayor 

importancia destacar que dicha protección se extiende a cualquier persona. 
 

La reciente reforma al artículo 16 constitucional así lo reconoce. Incluso en las motivaciones el 

Constituyente fue claro: “toda persona tiene derecho a una protección adecuada contra el posible mal uso 

de su información." 

 
Se reconoce constitucionalmente “la existencia de un nuevo derecho distinto y fundamental a la 

protección de datos personales, dentro del catálogo de garantías”. Este nuevo derecho, consiste en la 

protección a la persona, en relación con la utilización que se dé a su información personal, tanto por 

entes públicos como privados. El derecho que puedan tener las personas a protegerse frente a la 
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intromisión de los demás en esferas correspondientes a su intimidad. El derecho a la protección de 

datos atribuye a la persona un poder de disposición y control sobre los datos que le conciernen, 

partiendo del reconocimiento de que tales datos van a ser objeto de tratamiento por responsables 

públicos y privados. Que se está a favor del derecho de privacidad en el que los datos personales 
son una forma de su expresión. 

 

Luego entonces, la confidencialidad de la información está destinada a proteger la esfera de acción 

de los particulares respecto de la injerencia indebida de la autoridad y de otros particulares. 

 
Sin dejar de reconocer que el derecho de acceso a la información pública, así como el derecho a la 

protección de datos personales admiten ciertos límites, expresados en disposiciones legales que 

contienen las causales específicas que impiden su difusión en el caso del primero, o que permiten su 

apertura en el caso del segundo. 

 
En ese sentido, pueden existir situaciones en las cuales el interés general de conocer deba 

prevalecer sobre el interés de proteger información de un individuo, es decir, situaciones en las que 

el bien que se busca obtener con la apertura de cierta información es superior al perjuicio que se 

causaría al o los particulares al vulnerar su derecho a la privacidad.  
 

En este supuesto, por tanto, deben ponderarse el principio de máxima publicidad que mandata el 

artículo 6º  de la Constitución General de los Estados Unidos Mexicano, y el artículo 5º de la 

Constitución del Estado Libre y Soberano de México, Por lo que debe darse mayor peso al interés 

de la sociedad en conocer la información solicitada, que la posible afectación al ámbito de las 
personas respectivas. 

 

En efecto, en el tema de datos personales, es comúnmente aceptado que debe existir un régimen 

diferenciado de protección, así, mientras todos los datos personales son sensibles, algunos datos 
deben ser especialmente resguardados, por tratarse de datos especialmente ―protegidos‖ o ―duros‖, 

en los que no se puede permitir su acceso público y en el que se requiere necesariamente del 

consentimientos expresos para su divulgación.  

 

Pero se insiste, existen datos que si bien son personales no tienen el carácter restringido y hay la 
posibilidad de ser públicos, y en los que no hay riesgo para su titular. De esta manera, se puede 

afirmar que el no acceso público de datos personales no es absoluto, y que la ley permite de manera 

expresa su divulgación o bien en consideración del principio de máxima publicidad previsto en el 

artículo 6 de la Constitución General y el artículo 5 de la Constitución  Local del Estado de México.    
 

En resumen hay información confidencial, como el caso de datos personales cuya acceso público es 

permitido por existir razones de interés público que lo justifican.  

 

Efectivamente, si el acceso a determinada información en poder de los Sujetos Obligados permite 
promover la transparencia de la gestión pública y la rendición de cuentas de los Sujetos Obligados 

hacia la sociedad, contribuye a la mejora de la gestión pública y a la toma de decisiones en las 

políticas gubernamentales y/o permite incentivar la promoción en la cultura de transparencia, resulta 

loable permitir su acceso aun tratándose de datos personales. Tal es el caso por ejemplo que como 
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regla general está la información de las remuneraciones de los servidores públicos, de sus propios 

nombres, el cargo que ocupan, el lugar donde se desempeñan, conocer su grado de estudios, estos 

por citar solamente de entrada algunos ejemplos.   

 
En resumen hay información con datos personales, cuya acceso público es permitido por existir razones de 

interés público que lo justifican. Es decir, la información confidencial se integra básicamente por datos 

personales, pero no todos los datos personales son confidenciales. Para el suscrito se estima que en 

el caso en estudio, la información que es materia de la litis entra dentro de dicha justificación y 

procede su acceso público, por existir  razones de interés público que lo justifican, como se 
expondrá a continuación. 

 

Cabe recordar que parte de lo solicitado por el RECURRENTE  es conocer le currículo  de varios 

servidores públicos adscritos al Sujeto Obligado; y al respecto como ya se expuso la información 

referente a datos sobre los cargos públicos ocupados dentro de una Institución gubernamental o la 
trayectoria laboral de un funcionario es de acceso público, ante el interés general y el hecho 

evidente de que la ciudadanía tiene el derecho de saber cuál ha sido la experiencia que posee la 

persona responsable de realizar las funciones gubernamentales, que en efecto, la sociedad requiere 

conocer cuál es la experiencia y aptitudes que tiene determinado servidor público, para llevar a cabo 
funciones que implican o bien el manejo, uso y destino de recursos públicos, o para tomar 

decisiones en los diversos tópicos que involucran las funciones y servicios públicos.  Por lo que tal  

cierta información de un servidor público es de naturaleza pública, toda vez que la misma acredita la 

idoneidad del servidor público al cargo público que ocupa.  

 
Luego entonces, y en virtud de que el currículum vitae de un servidor público contiene tanto 

información pública como confidencial, es que este Instituto ha determinado la elaboración de 

versiones públicas del currículum vitae de los servidores, en las cuales obviamente no pueden 

omitirse los datos curriculares relativos a los antecedentes profesionales y laborales. Asimismo, 
en dichas versiones públicas deberán de eliminarse los datos personales del servidor público, tales 

como su teléfono y domicilio particular, fecha de nacimiento, estado civil, direcciones privadas de 

correo electrónico y demás datos personales que no inciden en la gestión gubernamental o en la 

rendición de cuentas, por tratarse en efecto de información confidencial, en términos de los 

artículos 2, fracción II y 25, fracción I de la Ley de Transparencia invocada.  
 

Efectivamente, mediante la entrega de versiones pública de dicho curriculas o soportes 

análogos permite observar el principio de máxima publicidad contemplado, tanto en el artículo 6 

de la Constitución General de la República, el artículo 5º de la Constitución del Estado Libre y 
Soberano de México, así como por la Ley de la materia, tratan de obsequiar la mayor oportunidad 

posible para que la información se entregue. Y esa es la razón fundamental de que existan las 

versiones públicas. Esto es, sólo se niega la información cuando en realidad ésta lo amerita y si el 

documento íntegro lo merece. Pero si en un documento coexiste información pública como 

información clasificada, esta última no es pretexto para negar la totalidad de la misma. Así, pues, la 
versión pública, como lo establecen los artículos 2, fracción XV, y 49 de la Ley de la materia, 

permite la obtención de un documento cuya parte pública está disponible para cualquier 

solicitante y la parte clasificada se niega mediante un testado de las partes relativas de dicho 

documento. 
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Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

… 

XIV. Versión Pública: Documento en el que se elimina, suprime o borra la información clasificada como 

reservada o confidencial para permitir su acceso. 

 

Artículo 49.- Cuando en un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y clasificada, 

la unidad de información sólo podrá proporcionar la primera, siempre que lo anterior sea técnicamente 

factible, pudiendo generar versiones públicas.  

 
Aunado, de que como ya se expuso el Sujeto Obligado tiene la información solicitada y que ha de 

obrar en el expediente de personal del servidor público adscrito al mismo, ya que debe existir un 

expediente de ingreso en el que se debe contemplar datos como la experiencia,  nivel profesional, 

antecedentes laborales, etc. Más aun -de ser el caso- de Directores en cuyo caso debe cubrir un 

perfil para ser nombrados en su cargos, en virtud que con ello se acredita que dichos servidores 
públicos cuentan con los conocimientos necesarios para  desempeñar adecuadamente la función 

que tienen encomendada, por  consiguiente se debe tener la información respectiva a conocer los 

currículo de sus Directores y del Contralor de su personal en dicha institución,  por lo que debe 

contar con la información respectiva. 
 

Así mismo este Pleno señala que en efecto dicho currículos es probable que puedan  llegar a 

contener otros datos personales que si son confidenciales, por lo que procede a instruir al Sujeto 

Obligado a que elabore y entregue versiones públicas de los mismos, en las cuales obviamente no 

pueden omitirse los datos relativos a los cargos que se han desempeñado y desempeña, así como los 
antecedentes profesionales y laborales, pero en dichas versiones públicas deberán de eliminarse 

otros datos personales del servidor público, tales como su teléfono y domicilio particular, fecha de 

nacimiento, estado civil, direcciones privadas de correo electrónico, Registro Federal de Contribuyentes, Clave 

Única de Registro de Población y demás datos personales que no inciden en la gestión gubernamental o 
en la rendición de cuentas, por tratarse en estos caso efectivamente de información confidencial, en 

términos de los artículos 2, fracción II y 25, fracción I de la Ley de Transparencia invocada, toda vez 

que se tratan de datos que constituyen información que incide en la intimidad o privacidad de un 

individuo identificado, y en la que no se antepone interés social por dar la a conocer.   

 
 Por tanto en efecto como lo señala el SUJETO OBLIGADO el currículos puede contener 

datos personales, sin embrago también transparentan acciones gubernamentales luego entonces 

por un principio de máxima publicidad se puede dar acceso al mismo en su versión publica.  Por lo 

que a mayor abundamiento cabe por analogía el siguiente Criterio 03/2006 emitido por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación que refiere sobre la publicidad de la 

información en versión publica de los Currículo Vitae que dispone lo siguiente: 

 
  

Criterio 03/2006 
 
CURRÍCULUM VÍTAE DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
ESTADO. SON CONFIDENCIALES LOS DATOS QUE CONTIENEN 
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RELATIVOS A FECHA DE NACIMIENTO, CURP, ESTADO CIVIL, 
DOMICILIO Y NÚMERO TELEFÓNICO.  
 
La información relativa al currículum vítae de los trabajadores al 
servicio del Estado es información pública, con excepción de los datos 
personales que contengan, es decir, los que trascienden a su intimidad 
como son, entre otros, su dirección, teléfono, fecha de nacimiento, estado 
civil y CURP, los que deben ser clasificados como confidenciales en términos 
de lo previsto en el artículo 3°, fracción II, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, a 
diferencia de los datos relativos a la antigüedad y la trayectoria laboral, 
dentro del Poder Judicial de la Federación y fuera de éste, las incidencias 
laborales, el proceso de selección realizado para ocupar el puesto y el perfil 
necesario para desempeñar el mismo. En ese tenor, de la versión pública 
que se genere del currículum vítae de un servidor público deben 
suprimirse los referidos datos confidenciales. 
 
Ejecución 5/2006, derivada de la Clasificación de Información 2/2006-A, derivada de la 
solicitud de acceso a la información presentada por Carmen Liévano Jiménez.- 29 de marzo de 
2006.- Unanimidad de votos. 
 

 
 

 

Por su parte el IFAI en este mismo sentido  ha emitido l siguiente criterio 003/09  que versa sobre 
los siguiente:  

 

Curriculum Vitae de servidores públicos. Es obligación de los sujetos  
obligados otorgar acceso a versiones públicas de los mismos ante una 
solicitud de acceso. Uno de los objetivos de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, de 
acuerdo con su artículo 4, fracción IV, es favorecer la rendición de cuentas 
a las personas, de manera que puedan valorar el desempeño de los sujetos 
obligados. Si bien en el curriculum vitae se describe información de una 
persona relacionada con su formación académica, trayectoria profesional, 
datos de contacto, datos biográficos, entre otros, los cuales constituyen 
datos personales, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3, fracción II de 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental, y en consecuencia, representan información confidencial, 
en términos de lo establecido en el artículo 18, fracción II de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, 
tratándose del curriculum vitae de un servidor público, una de las 
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formas en que los ciudadanos pueden evaluar sus aptitudes para 
desempeñar el cargo público que le ha sido encomendado, es 
mediante la publicidad de ciertos datos de los ahí contenidos. En esa 
tesitura, entre los datos personales del curriculum vitae de un 
servidor público susceptibles de hacerse del conocimiento público, 
ante una solicitud de acceso, se encuentran los relativos a su 
trayectoria académica, profesional, laboral, así como todos aquellos 
que acrediten su capacidad, habilidades o pericia para ocupar el 
cargo público. 

 

Además, a mayor abundamiento  de lo expuesto cabe considerar como ejemplo que en el caso 

particular a este respecto existe, ello en base de un principio de analogía al presente caso, y que 

dan claridad de las consideraciones aquí expuestas. Así se puede tomar en cuenta el precedente 

del Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI), que permite ejemplificar la 
publicidad de la información en este rubro solicitada por el Recurrente. Así esta que en la 

resolución del expediente número 02128/09 se expuso, entre otros aspectos lo siguiente:    

 
Quinto. En este considerando se determinará la procedencia de la respuesta y 
su modificación, otorgada por la CONAGUA a la solicitud de acceso. Lo 
anterior, en términos de lo dispuesto en la LFTAIPG, su Reglamento y demás 
disposiciones aplicables. 
El ahora recurrente solicitó el currículum vítae del servidor público Luis Javier 
de la Rocha Zazueta, Director de Administración del Agua, en el Organismo de 
Cuenca Aguas del Valle de México. 
 
Considerando la adscripción del servidor público respecto del cual se solicitó la 
información, la Unidad de Enlace remitió la petición al Organismo de Cuenca 
Aguas del Valle de México. 
 
Dicha unidad administrativa entregó al recurrente un documento con el título 
“Luis Javier de la Rocha Zazueta. Experiencia Profesional”. 
El particular se inconformó con la respuesta, señalando que el documento 
entregado no es el currículum vítae del servidor público. En dicho sentido, 
manifestó que no contiene datos escolares, lugares de nacimiento y estudios, 
así como trabajos realizados. 
 
Con relación a dicha impugnación, la CONAGUA argumentó que no existe 
norma alguna que establezca los requisitos que deba reunir un currículum 
vítae, por lo que cada persona lo elabora a su consideración. 
Al respecto, este Instituto considera necesario señalar que, si bien no existe 
disposición normativa que establezca el contenido mínimo del currículum 
vítae, la costumbre ha establecido parámetros generales, que permiten 
calificar a un documento como tal. 
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Para el caso del servicio público, de conformidad con lo dispuesto en las 
normas analizadas en el considerando anterior, el currículum que los 
aspirantes presenten para su revisión, debe permitir calificar no sólo su 
experiencia profesional, sino su capacidad, habilidades y conocimientos. 
En consideración a lo anterior, un currículum vítae incluye, al menos, 
elementos relativos a la educación de la persona (instituciones y periodos de 
estudio) y sus actividades académicas, como docencias y publicaciones. 
 
Asimismo, por obvia necesidad, el currículum vítae incluye elementos de 
identificación y localización de la persona: nombre, sexo, edad, lugar de 
nacimiento, domicilio y teléfonos particulares, entre otros. 
 
En ese orden de ideas, del análisis del documento entregado en respuesta a la 
solicitud de acceso, es posible concluir que tal como lo afirma el recurrente, no 
constituye el currículum vítae del servidor público Luis Javier de la Rocha 
Zazueta, sino que se trata de un documento que refiere algunos datos relativos 
a su experiencia profesional. A continuación se transcribe la totalidad de dicho 
documento: 
“ 
Luis Javier De La Rocha Zazueta 
.EXPERIENCIA PROFESIONAL 
(…) 
. 

En un alcance de alegatos, la CONAGUA remitió al recurrente un  documento 
con el rubro “Estudios Profesionales” y un cuadro que da cuenta de las 
comisiones en las que ha participado el servidor público en cuestión, del 2007 
a abril de 2009: 
“ESTUDIOS PROFESIONALES” 
(…) 
 
En cuanto a las comisiones del servidor público, informo que ha sido comisionado en diez 
ocasiones desde su ingreso a la CONAGUA, conforme al siguiente listado: 
 
FECHA LUGAR MONTO 
(..) 
 

Si bien dicha información, sobre todo la relativa a los estudios profesionales, 
está relacionada con la materia de la solicitud, no es lo requerido por el 
particular. Del análisis del expediente en que se actúa, este Instituto advierte 
que para atender la solicitud de mérito, la CONAGUA ha entregado al 
particular información fragmentada relativa al servidor público Luis Javier de 
la Rocha Zazueta (tres documentos independientes entre sí, probablemente 
elaborados ex profeso para atender la solicitud), pero no ha proporcionado lo 
requerido por el ciudadano. 
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Asimismo, en consideración a lo manifestado por el particular en el recurso de 
revisión, la CONAGUA manifestó en vía de alegatos que el lugar de nacimiento 
del servidor público es información confidencial, sin señalar en qué documento 
obra el dato en cuestión. 
 
En los artículos 43 de la LFTAIPG y 70, fracciones I y II de su Reglamento, se 
establece el procedimiento que los sujetos obligados deben seguir para 
atender las solicitudes de acceso que se les presenten: 
 

“Artículo 43. La unidad de enlace turnará la solicitud a la unidad administrativa que 
tenga o pueda tener la información, con objeto de que ésta la localice, verifique su 
clasificación y le comunique a la primera la procedencia del acceso y la manera en que 
se encuentra disponible, a efecto de que se determine el costo, en su caso. 
Las unidades administrativas podrán entregar documentos que contengan información 
clasificada como reservada o confidencial, siempre y cuando los documentos en que 
conste  la información permitan eliminar las partes o secciones clasificadas. En tales 
casos, deberán señalarse las partes o secciones que fueron eliminadas.” 
 
“Artíc ulo 70. Los Comités de cada dependencia o entidad podrán establecer los plazos 
y procedimientos internos para dar trámite a las solicitudes de acceso, el cual deberá 
desahogarse en el plazo máximo de veinte días hábiles a que se refiere el primer 
párrafo del artículo 44 de la Ley, incluida la notificación al particular a través de la 
Unidad de Enlace. En caso de no hacerlo, dicho procedimiento se ajustará a lo 
siguiente:  
I. Recibida la solicitud, la Unidad de Enlace deberá turnarla a la o las unidades 
administrativas que puedan tener la información dentro de los dos días hábiles 
siguientes a aquel en que se haya recibido la solicitud; 
II. En  caso de contar con la información y que ésta sea pública, la unidad 
administrativa deberá notificarlo a la Unidad de Enlace dentro de los quince días 
hábiles siguientes a aquel en que se haya recibido la solicitud por parte de dicha 
Unidad, precisando, en su caso, los costos de reproducción y envío de acuerdo con las 
diversas modalidades que contemplan los artículos 51 y 54 de este Reglamento, o bien 
la fuente, lugar y forma en que se puede consultar, reproducir o adquirir, así como sus 
costos, si se tratara del supuesto a que se refieren los artículos 42, tercer párrafo de la 
Ley, 50 y 52 del Reglamento; (…)” 
 

Como se desprende de las normas transcritas, la solicitud de acceso debe ser 
remitida a la unidad administrativa que podría tener la información. 
En el caso concreto la petición fue turnada al Organismo de Cuenca al que está 
adscrito el servidor público en cuestión. 
 
Por lo tanto, es posible concluir que la solicitud fue remitida a la unidad 
administrativa que podría contar con lo solicitado. 
 
Sin embargo, de las constancias que obran en el expediente en que se actúa, no 
se desprende que en la atención de la solicitud hubiera tenido participación la 
Dirección de Administración del Organismo de Cuenca Aguas del Valle de 
México. 
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Lo anterior es relevante, considerando que, como se acreditó en el 
considerando Tercero de la presente resolución, es la Dirección de 
Administración del Organismo de Cuenca la que ejerce las funciones 
operativas y ejecutivas relativas a la administración de los recursos humanos. 
 
Por lo tanto, no está acreditado que la búsqueda de la información hubiera 
implicado los archivos de la unidad administrativa específicamente 
competente para contar con lo solicitado. 
 
En consecuencia, con fundamento en el artículo 56, fracción III de la 
LFTAIPG, se considera procedente revocar la respuesta de la Comisión 
Nacional del Agua y se instruye al sujeto obligado que realice una nueva 
búsqueda del currículum vítae del servidor público Luis Javier de la 
Rocha Zazueta y lo entregue al recurrente. 
 
La búsqueda deberá realizarse en los archivos de la Dirección de 
Administración del 
Organismo de Cuenca Aguas del Valle de México. 
 
En caso de localizar el documento en cuestión, el sujeto obligado deberá 
elaborar una versión pública del mismo, en términos de lo dispuesto en 
los artículos 43 de la LFTAIPG; 41 y 70, fracción IV de su Reglamento, y el 
Primero y Séptimo de los Lineamientos Generales de Clasificación y 
Desclasificación de la Información de las Dependencias y Entidades de la 
Administración Pública Gubernamental, a efecto de testar los datos 
personales contenidos en aquel (lugar de acimiento, sexo, edad, 
domicilio y teléfonos particulares, entre otros), en términos de lo 
dispuesto en los artículos 3, fracción II y 18, fracción II de la LFTAIPG. 
 
Es necesario señalar que los datos personales que obren en posesión de los 
sujetos obligados, sólo pueden ser utilizados con relación a la finalidad para la 
cual fueron obtenidos. En el caso concreto, dicha finalidad es únicamente la 
debida integración del expediente laboral del servidor público. Por lo tanto, la 
CONAGUA está impedida para entregarlos al recurrente. Lo anterior, de 
conformidad con lo dispuesto en el Sexto de los Lineamientos de Protección de 
Datos Personales. 
 
En la versión  pública no podrá testarse toda aquella información que 
permita rendir cuentas respecto de las habilidades, aptitudes o 
capacidades del servidor público en cuestión. 
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Considera do que el recurrente señaló como modalidad de acceso preferente la 
entrega por Internet en el INFOMEX, y eso ya no es posible por el momento 
procesal en el que se encuentra el procedimiento, y no se indicó correo 
electrónico alguno, la CONAGUA deberá remitir la información al domicilio 
físico que el particular señaló  para recibir notificaciones. Para tal efecto, 
deberá notificarle los costos de reproducción y envío que correspondan, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 42 y 44 de la LFTAIPG y 51 y 73 
de su Reglamento. 
 
En caso de que no sea posible la notificación en el domicilio físico del 
recurrente, las notificaciones deberán ser realizadas por estrados. 

 

En este sentido como ya quedo asentado  con antelación la información solicitada, lo cierto es que 
se puede dar acceso del documento fuente  currículos  de los servidores públicos respectivos.  De 

tal suerte que en el caso  de que los soportes documentales que contienen la información que es 

de carácter público y además se contiene información de carácter confidencial, por un principio de 

máxima publicidad la información se proporcionar en su versión pública, es decir se protegen los 

datos personales considerados por la Ley de la materia como confidencial, de modo que además 
se privilegia el acceso a la información de carácter público. 

 

NOVENO.- Ahora bien no pasa desapercibido para este Pleno la invocación dentro del 

Informe de Justificación respecto el artículo 41 de la Ley de la Materia, en este sentido cabe 

reproducir lo que establece dichos precepto: 

 
Capítulo IV 

Del Procedimiento de Acceso 

 

Artículo 41.- Los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera 

y que obre en sus archivos. No estarán obligados a procesarla, resumirla, efectuar cálculos o 

practicar investigaciones. 
 
Acotado el alcance de dicho precepto, y dado que el SUJETO OBILGADO solo se limito a 

invocar dicho precepto sin explicar las razones precisas de su invocación, y cuál era el contenido y 

alcance que pretendía motivar con su señalamiento en base a sus pretensiones para este Pleno no 

queda claro que es lo que pretendió el SUJETO OBLIGADO al momento de invocar este 
precepto. Sin embargo, y bajo un criterio de exhaustividad en dicha invocación y dar certeza al 

presente asunto, este pleno estima oportuno señalarle al SUJETO OBLIGADO, no debe 

estimarse ni por asomo que generar una versión pública (en este caso de los curriculas) implica 

procesar información.  

 
En efecto, cabe señalarle al SUJETO OBLIGADO, que la elaboración de la versión publica 

representa parte de la obligación que debe llevar a cabo el Sujeto Obligado para la puesta  

a disposición de  la información; más aún que en el presente caso  lo que pide es la puesta  
a disposición de los currículos en cuyo caso es información pública aunque no de oficio,  
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por lo que todas las acciones realizadas por los Sujetos Obligados encauzadas a sus 

funciones primarias por conducto de las Unidades de Información y los Servidores 

Públicos Habilitados, como lo es el localizar, recabar, difundir, actualizar y proporcionar la 
información pública, pero que no se trata de procesamiento, resumen, realización de 

cálculos o practicar investigaciones de la información pública solicitada por los 
particulares, pero tampoco se trata "propiamente de un procesamiento la elaboración de 

la versión publica‖, por el contrario es parte de su obligación  implícita y sobrentendida 
para el debido ejercicio de un derecho fundamental. 

 

Por lo que la versión pública debe elaborarse lo que no es un concepto de procesamiento 
para  la Ley de la materia.  

 
En suma, en el presente caso, la versión pública de los currículos  no es un procesamiento la 

entrega  de la misma. Por lo que no cabria el argumento por EL SUJETO OBLIGADO de no 

elaborar la versión publica que se ordena en esta resolución.  

 

Por lo que el argumento esgrimido por EL SUJETO OBLIGADO no tiene fundamento 

alguno para sustentarse. 

 
Por lo que resulta claro que un principio fundamental  para alcanzar el ejercicio  del 

derecho de acceso a la información es precisamente la  "la accesibilidad" de la información 
privilegiando el principio de máxima publicidad ante el hecho de que obre información que 

contenga el carácter de información clasificada como publica. 

 
Por lo que  precisamente  la elaboración de la versión publica y su escaneo representa 

parte de la obligación que debe llevar a cabo el Sujeto Obligado para la puesta  a 
disposición de  la información, no se trata de procesamiento de la información pública 

solicitada. 
 

Además sostener  que elaborar y proporcionar versión publica de los documentos fuente 

para su escaneo es un procesamiento  seria hacer nulo el principio de "´privilegiar la 
accesibilidad" de la información pública gubernamental, mas aun cuando no existe 

fundamentos ni motivaciones para no elabora cuando la propia Ley establece en sus 
artículo 2 dicha obligación: 

 
Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

… 

XIV. Versión Pública: Documento en el que se elimina, suprime o borra la información 

clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso; 
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Que respaldar que significa un procesamiento la elaboración y proporcionar versión 

publica de los documentos fuente, es negar la constitucionalización reciente del derecho 

de acceso a la información.  
 

DECIMO.- Análisis de las causales o no de procedencia del recurso. Ahora es 

pertinente entrar al análisis del inciso C) sobre La procedencia o no de la casual del recurso de 

revisión prevista en la fracción   I del artículo 71 de la Ley de la materia.  Por todo lo 

anteriormente señalado, es incuestionable que  se actualiza la hipótesis prevista en el artículo 71 

de la Ley de la materia, fracción I ya que el SUJETO OBLIGADO no hizo entrega de LA 
Información por considerar que la información se considera clasificada tanto por confidencial 

como por ser Reservada siendo que la misma puede entregarse en versión Publica  
Así, con fundamento en lo prescrito por los artículos 5 párrafo décimo segundo, fracción IV de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, así como artículos 1, 48, 56, 60 

fracción VII, 71 fracción II y 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de México y Municipios, este Pleno. 

 

 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO.- Se revoca  la clasificación emitida por el Comité de Información de EL SUJETO 

OBLIGADO, y se desestima los argumentos remitidos en el alcance posterior a su Informe 

Justificado para estimar clasificada la información, por los motivos y fundamentos señalados en los 
Considerandos Sexto a Décimo Primero de esta resolución. 

 

Con fundamento en el artículo 48 y 60, fracción XXIV de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de México y Municipios, se instruye a EL SUJETO OBLIGADO 
para que entregue a EL RECURRENTE vía EL SICOSIEM en su versión Publica respecto a lo 

siguiente: 

 

Currículos vitae de los Directivos o encargados de las siguientes dependencias: 

 Dirección de Desarrollo Urbano  

 Contraloría  

 Dirección de Desarrollo Económico 

 

SEGUNDO- Se apercibe al SUJETO OBLIGADO que de no dar cumplimiento a lo antes 

señalado se procederá en términos del Título Séptimo de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de México y Municipios, y en el que se establece la facultad de este 

Instituto para aplicar la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de México 

y Municipios, y en consecuencia para proceder y sancionar a los servidores públicos que 

incumplan con las obligaciones de la Ley de la materia e incurran en incumplimiento de la 

resolución administrativa emitida por el Pleno de este Instituto, así como por hacer caso omiso 
de los requerimientos del mismo, según lo mandatan los artículos 82 y 86 del mismo 

Ordenamiento. 
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TERCERO.- Notifíquese a EL RECURRENTE, y remítase a la Unidad de Información de EL 

SUJETO OBLIGADO, vía EL SICOSIEM, quien deberá cumplirla dentro del plazo de quince 

(15) días  hábiles, lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el artículo 76 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

 

CUARTO.- Hágase del conocimiento de EL RECURRENTE que en caso de considerar que 

la presente resolución le pare perjuicio, podrá impugnarla por la vía del Juicio de Amparo, en los 

términos de las disposiciones legales aplicables. 

 

QUINTO.- Asimismo, se pone a disposición de EL RECURRENTE, el correo electrónico 

vigilancia.cumplimiento@itaipem.org.mx, para que a través del mismo notifique a este Instituto en 

caso de que EL SUJETO OBLIGADO no dé cumplimiento a la presente resolución. 

 
---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

--------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

--------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

--------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

----------------------------------------------------------------------------------------- ---------------------------------- 

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  
------------------------------------------------------------------------------------------------- -------------------------- 

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

--------------------------------------------------------------------------------------------------------- ------------------ 

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  
----------------------------------------------------------------------------------------------------------------- ---------- 

---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  

 

 

ASÍ LO RESUELVE POR MAYORÍA DE VOTOS DE LOS PRESENTES EL PLENO 
DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, EN SESIÓN ORDINARIA 

DE TRABAJO DE FECHA TREINTA DE JUNIO DE DOS MIL DIEZ (2010).- CON EL 

VOTO A FAVOR DE FEDERICO GUZMÁN TAMAYO, COMISIONADO Y 

ROSENDOEVGUENI MONTERREY CHEPOV, COMISIONADO; SIENDO 
PONENTE EL PRIMERO DE LOS MENCIONADOS. 

 

VOTO EN CONTRA DE LUIS ALBERTO DOMÍNGUEZ GONZÁLEZ, 

PRESIDENTE. 
 

AUSENTE MIROSLAVA CARRILLO MARTÍNEZ, COMISIONADA. 

 

mailto:vigilancia.cumplimiento@itaipem.org.mx
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ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO IOVJAYI GARRIDO CANABAL PÉREZ.- 

FIRMAS AL CALCE DE LA ÚLTIMA HOJA Y RÚBRICAS EN LAS HOJAS 

ANTERIORES. 

 
EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA Y 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y 

MUNICIPIOS 

 

 
 

 

 

(AUSENTE) 

 

LUIS ALBERTO DOMÍNGUEZ 

GONZÁLEZ 
PRESIDENTE 

MIROSLAVA CARRILLO MARTÍNEZ 

COMISIONADA 

 
 

 

 

 

 
 

 

FEDERICO GUZMÁN TAMAYO 

COMISIONADO 

ROSENDOEVGUENI MONTERREY 

CHEPOV 

COMISIONADO 

 

 

 

 
 

 

 

 
 

IOVJAYI GARRIDO CANABAL PÉREZ 

SECRETARIO TÉCNICO 

 
ESTA HOJA CORRESPONDE A LA RESOLUCIÓN DE FECHA (30) TREINTA DE JUNIO DE 

DOS MIL DIEZ (2010), EMITIDA EN EL RECURSO DE REVISIÓN 

00155/INFOEM/IP/RR/A/2010. 


